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Esta monografía se concentra en determinar si el principio de reconocimiento y protección de la 
diversidad étnica y cultural está siendo observado y aplicado de manera eficiente, dadas las 
continuas vulneraciones que los pueblos indígenas, en sus diferentes esferas han denunciado. Lo 
anterior en contradicción a lo dispuesto en la Constitución Política de 1991, la cual consagró a 
estas comunidades, como sujetos de especial protección. 
De acuerdo al Informe Anual de Derechos Humanos de la ONIC  de 2014 (Organización 
Nacional Indígena de Colombia, 2014) y al Informe Situación de los Pueblos Indígenas en 
Peligro de Extinción en Colombia, (Organización de Naciones Unidas, 2001), los derechos de las 
comunidades indígenas de Colombia  están en un estado misérrimo, a tal punto que se sigue 
perpetuando el proceso de exterminio tanto a nivel físico como cultural de los pueblos que 
habitan el territorio nacional. Factores como el conflicto armado, el neoliberalismo globalizado, 
la industrialización de la tierra y la mercantilización de todo aspecto humano han configurado un 
estado de cosas que desemboca en la amenaza a la existencia de las expresiones autóctonas 
indígenas que conforman el patrimonio inmaterial. 
En consecuencia, la presente monografía trata de determinar si la incorporación de un enfoque 
intercultural en la política de patrimonio cultural inmaterial, optimizaría el papel garante que 
reviste al Estado colombiano frente al principio de reconocimiento y protección de la diversidad 
étnica y cultural. 
El planteamiento de la incorporación de un enfoque intercultural adquiere trascendencia a nivel 
jurídico, pero sobre todo en la esfera social, ya que busca la visibilización de procesos y luchas 
políticas, epistémicas y éticas que se entretejen conceptual y pedagógicamente y que hasta el 
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momento han sido tenidas en cuenta de manera limitada o enmarcadas bajo lógicas de 
pensamiento tendientes a la subordinación, en ese sentido: la interculturalidad supone para los 
pueblos indígenas una nueva mirada de lo que ya está declarado legalmente en cuestión de 
derechos que tiende a la materialización de lo escrito a través de la alteridad y la integración. Se 
trata de una propuesta que excede el horizonte de la multiculturalidad hasta ahora prevalente en 
el ordenamiento jurídico. 
Los aportes teóricos de esta monografía configuran una caracterización de las tensiones 
existentes entre el ordenamiento jurídico y la protección efectiva de la identidad cultural, estudiar 
las dinámicas sociales de los grupos étnicos desde el campo jurídico es indispensable para pensar 
desde la academia horizontes políticos más plurales y respetuosos de la diferencia.  
Esta investigación constituye un análisis crítico y transversal de la matriz del poder colonial que 
se ha prolongado a través de formas globales y locales que refuerzan las relaciones de 
dominación.  Transgredir el lugar cómodo desde donde se piensan las instituciones significa 
acudir a aquellas subjetividades y espacios políticos subalternizados. 
Repensar la noción clásica del Derecho es dejar la puerta abierta a formas de relación social que 
escapan a la representación eurocentrista y existen en sí mismas, al margen del reconocimiento 
del derecho positivo hegemónico y la doctrina jurídica moderna, que se ha limitado a la 
comprensión del derecho interno de los estados y al derecho internacional público (el dúo de 
Westfalia) relegando formas de derecho no estatal: indígena, consuetudinario u órdenes 
emergentes (Twining, 2010). 
Por muchos años el centro de la doctrina jurídica ha sido el carácter vinculante del derecho 
estatal y el fortalecimiento de sus instituciones, el debate de hoy aborda la necesidad de adoptar 
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una concepción de derecho suficientemente amplia como para acoger formas de regulación 
social peculiares y legítimas. Esto lleva a cuestionar si el Estado burocrático moderno tal y como 
lo conocemos hoy encontraría una alternativa para mantener su vigencia al desplazar sus límites 
ideológicos hacia un proyecto más diverso, que contemple el derecho blando dentro del concepto 
de nación. 
 
El trato diferencial hacia pueblos nativos y minorías es indispensable en el entendimiento de 
Colombia como un todo y eso tiene que ver con la forma en la que se reconoce -o no- la 
coexistencia de ordenamientos jurídicos paralelos al estatal dentro del mismo contexto tanto 
espacial como temporal.  
 
Considerar el constitucionalismo bajo el cristal de lo decolonial, implica sobre todo poner las 
herramientas jurídicas al servicio de los grupos y movimientos sociales relegados, de allí el 
esfuerzo por analizar la pertinencia de la incorporación de la interculturalidad dentro de los 
parámetros establecidos por el ordenamiento colombiano como garantía efectiva de protección 
del Patrimonio Cultural Inmaterial, respecto del sistema convencional de salvaguardia actual.  
Anticipadamente se enuncian los bloques temáticos abordados en tres capítulos en atención a la 
reflexión que suscita la defensa eficaz del patrimonio: 
En un primer momento se enuncia la definición del patrimonio, su configuración histórica, la 
influencia de los derroteros occidentales de progreso en la apropiación de un modelo jurídico que 
no atiende a las particularidades étnicas de los pueblos, en una lectura lineal de la historia que 
invisibiliza otras formas de vida y la pluralidad de manifestaciones culturales.  
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El segundo capítulo expone los alcances normativos en Colombia en materia de derechos 
económicos, sociales y colectivos en relación al patrimonio hasta el día de hoy y sus 
inconsistencias frente su aplicación en la praxis. La estrategia metodológica abordada se centra 
en el método de estudio de casos, se expondrán tres escenarios coyunturales de pueblos 
indígenas, en los cuales se develan continuas afectaciones. El contraste entre lo escrito y la 
materialidad deja entrever la incapacidad del Estado para corregir desequilibrios estructurales a 
través de las normas y políticas públicas. 
El tercer capítulo se enfoca en plantear la interculturalidad como una respuesta desde la 
institucionalidad en contra de la apropiación de los saberes tradicionales y del deterioro del 
entorno derivado de los intereses económicos que orbitan en los territorios. El análisis demuestra 
la urgencia del debate público frente a los retos del proyecto descolonizador 
El estudio de las luchas nonuya, Cofán y Embera conduce a reconocer la importancia de un 
dialogo intercultural que va más allá de la tolerancia y encuentra sus cimientos en la acogida del 
otro. La interculturalidad es entonces, entre otras cosas, un proyecto ético que debe ser 
impulsado por el Derecho en la medida en que es la herramienta para concretar las garantías de 
libertad para todos con la participación de los pueblos que encarnan las múltiples y complejas 
cosmovisiones del pluriverso, que son reconocidas en la Constitución a través de una retórica -




EL PATRIMONIO COMO CATEGORÍA: APROPIACIÓN DE UN 
DERECHO FORÁNEO. 
 
La discusión sobre el Patrimonio no se trata en última instancia de un problema exclusivamente 
académico de consolidación de nuevos enfoques sobre el tema sino también es una cuestión 
política que implica el reconocimiento de los pueblos y sus expresiones culturales desde sus 
raíces, en un esfuerzo por superar el discurso institucional e incluso consensual del patrimonio, 
se trata de privilegiar las memorias y entretejer los relatos que se construyen desde lo colectivo. 
 
Es necesario partir de los usos del término patrimonio en dos sentidos: el primero, la pregunta 
por la pertenencia sugiere un reclamo por la propiedad, ¿quién debe considerarse un dueño 
legítimo de aquello que fue cotidiano para los pueblos, pero que por otro lado no escapa de la 
noción de lo “exótico” cuando se considera desde afuera del grupo étnico?, puede entonces 
deducirse  -tal vez desde una lectura muy simplista- , que el patrimonio no se agota en sí mismo, 
sino que se configura a través de lo colectivo.  
En segundo lugar, está el interrogante por la utilidad del patrimonio, existe una concepción 
instrumentalista y no es de extrañarse en un contexto capitalista, que determina una relación 
social cimentada en el mercado, de tal suerte que estos bienes se convierten en simples 
mercancías desprovistas de significados y otra postura más bien filosófica que integra elementos 
históricos y tradicionales para desentrañar lo que se entiende como identidad.  
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En su artículo Modernidad, identidad y la política de la teoría, Arturo Escobar detalla la 
definición de identidad dentro de distintas corrientes filosóficas que resultan ineludibles en el 
entendimiento de conceptos fundamentales para la crítica social: 
Los constructivistas realistas, por ejemplo, argumentan que detrás de las identidades hay 
juegos particulares de intereses. De esta manera se cae otra vez en una posición 
instrumentalista. Los constructivistas culturales aceptan que las identidades son el 
producto de prácticas de significación compartidas, pero tienden a tratar la cultura como 
dada. Una tercera perspectiva, la del construccionismo político, señala la imposición de 
ideologías –por ejemplo, el Estado-nación– como la fuente de las identidades. 
Finalmente, el historicismo radical sigue al marxismo en su creencia de que las 
identidades sociales son el resultado de las desigualdades, expresadas en los ámbitos de 
la conciencia y la cultura. (Escobar, 2007, pág. 8) 
Actualmente afiliarse a una de estas concepciones es esencialista y desatinado, pues el debate 
suscita una dinamización de las categorías que por años se han mantenido fijas y estáticas e implica 
reconocer la identidad no solo desde lo étnico sino también como fenómeno político, aspectos que 
operan simultáneamente. Por supuesto que la flexibilidad de los conceptos trae consigo un riesgo 
de ambigüedad y en ocasiones confusiones en el campo teórico. 
Frente a este punto Comaroff (1996), (citado por Escobar, 2007) expone la identidad no como 
enunciado tajante sino como todo un proceso fluido y complejo de relaciones cotidianas que 
adquieren contenido conforme a su construcción histórica. Analiza la identidad desde dos 
componentes: el discurso de significado, que tiene que ver con el sentido de pertenencia de las 
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comunidades y la manera en la que externalizan al otro, y el interés por la política y el poder que 
puede ser resuelto desde los discursos subalternos. 
Grossberg (1996) (citado por Escobar, 2007) va un poco más allá y sugiere que la noción de 
identidad está permeada por la individualidad moderna, lo que puede resultar conveniente en su 
comprensión desde tres ángulos:  
el sujeto como una fuente de experiencia, el agente como la base para la acción y el ser 
como el sitio de la identidad social, esto es, la subjetividad, la agencia y la identidad del 
ser. Mientras que la subjetividad involucra la atadura a lugares (incluso lugares 
estructurados, multiplicados y múltiples), la agencia acarrea la distribución de actos en el 
espacio. Si los lugares son puntos históricos de pertenencia e identificación, la agencia 
define la forma particular que los lugares pueden tomar a través del empoderamiento de 
poblaciones particulares. La agencia crea los lugares como posibilidades estratégicas; la 
agencia es el empoderamiento habilitado en sitios o lugares particulares. (Escobar, 2007, 
p. 9) 
Pese a los esfuerzos del legislador por regular los derechos étnicos se han obviado asuntos 
fundamentales dentro de la agenda, entre estos se encuentra la propiedad, la repartición de 
dividendos procedentes del patrimonio cultural colectivo; la prevención y sanción de la piratería 
cultural, los mecanismos de consulta y consentimiento, entre otros. Aspectos que a pesar de estar 
enunciados en la ley han sido objeto de comodificación, que no es nada menos que la conversión 
de recursos, territorios o prácticas en instrumentos financieramente intercambiables. 
La palabra patrimonio proviene del latín patrimonium que significa, lo que se hereda del padre 
de familia, cuando el patrimonio es cultural se refiere a la conservación de elementos 
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constitutivos para la memoria de un pueblo que operan de manera distintiva y con vocación de 
perpetuarse generacionalmente (Trello, 2010). 
El devenido discurso oficial del patrimonio se remonta a su consolidación internacional y ello 
trajo consigo el despliegue de prácticas políticas concretas en América Latina, en 1946 la 
Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) se 
convirtió en el organismo encargado de definir y brindar recomendaciones políticas respecto del 
patrimonio. Su pertinencia histórica se dio en respuesta a los devastadores efectos de las dos 
guerras mundiales de la primera mitad del siglo XX, por supuesto que desde ese entonces saltaba 
a la vista la posición privilegiada del patrimonio cultural europeo que no puede desligarse de los 
fantasmas coloniales que le preceden. 
Por ejemplo, los museos europeos como el British Museum o Dalhlem Museum son instituciones 
que se promulgan como depositarios de los bienes culturales, sin embargo, muchos de los objetos 
de sus colecciones fueron obtenidos en las campañas militares emprendidas entre 1880 y 1914. 
El patrimonio visto desde el epistemicidio1 y la usurpación es solamente un testimonio 
documental de la barbarie y el signo triunfal de occidente. 
En el campo práctico de acciones locales, la selección de lo que es patrimonio y aquello que no, 
queda en manos de expertos, por ser los técnicamente capacitados y agentes avalados para 
adelantar los procesos de restauración y conservación, generalmente forasteros que en muchas 
ocasiones desplazan a las comunidades nativas, lo que devela la íntima pero soterrada relación 
                                                          
1El concepto de epistemicidio es acuñado por Boaventura de Sousa Santos, se entiende como la negación de 
reconocimiento perpetuada a través de prácticas que desprecian formas de experiencia y construcción del 




entre cultura y poder, para el caso se percibe el nexo entre la política del patrimonio y el poder 
ejercido por los grupos hegemónicos que la fundamentan, Trello se refiere a ello en su texto 
Notas sobre las políticas del patrimonio cultural. 
  “Esta correspondencia, entre patrimonio cultural nacional y relaciones de poder, 
responde a una operación similar a la experimentada por el patrimonio cultural mundial y 
la colonialidad de poder a nivel global. Todo esto nos presenta una cara oculta e 
intrínseca del patrimonio cultural oficial, su administración y su funcionamiento, una 
primera tensión que le es constitutiva y que dificulta el hecho de que podamos hablar de 
patrimonio de la gente o de patrimonio de un pueblo, pues en el propio patrimonio 
cultural y su institucionalidad opera un mecanismo importante de legitimidad y 
dominación con la que un grupo, clase o cultura se afianza como hegemónica. En otras 
palabras, el patrimonio cultural se ha configurado como un recurso institucional, como un 
instrumento de domesticación de la memoria y la cultura, desde el cual se fija la 
dispersión de sentidos y se construye un espacio de control social, poder y autoridad” 
(Lacarrieu, 2004:162). (Trello, 2010, p. 121) 
Para establecer un marco de protección legal es necesario definir el objeto; en esta monografía el 
área de estudio es el patrimonio cultural inmaterial, que se compone por tradición, bienes 
culturales intangibles y memoria social. Estas piezas interrelacionadas compiten contra 
definiciones legales rígidas que obvian los intereses de las comunidades y sus experiencias. Para 
citar un ejemplo, en el caso del conocimiento tradicional un concepto único no abarcaría las 
diversas formas que se gestan en cada comunidad tradicional.  
18 
 
En las sociedades occidentales la forma clásica de protección es el Régimen de Propiedad 
Intelectual por lo cual el Comité Intergubernamental de la OMPI (Organización Mundial de la 
Propiedad Intelectual, 2017) sobre Propiedad Intelectual y Recursos Genéticos, Conocimientos 
Tradicionales y Folclore (Comité Intergubernamental), en su Proyecto de Artículos para la 
Protección de los Conocimientos Tradicionales elaboró la siguiente definición: “El conocimiento 
tradicional se refiere a los conocimientos especializados, capacidades, innovaciones, prácticas, 
enseñanzas y aprendizajes de comunidades locales y pueblos indígenas que son dinámicos y en 
constante evolución, que son intergeneracionales, se transmiten de generación en generación, y 
que pueden pervivir en forma codificada, oral o de otra índole.” 
Al entender el conocimiento tradicional en términos de propiedad intelectual como un cuerpo 
vivo que se transmite de una generación a otra en una misma comunidad y a menudo forma parte 
de la identidad cultural y espiritual, la protección al conocimiento tradicional o al patrimonio 
intangible sólo juega un papel de intermediario en la conversión del valor de uso que tiene dicho 
conocimiento en sus comunidades originales, al valor de cambio que se requiere para que pueda 
entrar en el juego del modelo de desarrollo que lo redime: una comunidad que ha generado y 
utilizado un conocimiento sin conceptualizarlo como propiedad se ve obligada ahora a buscar la 
forma de explotarlo económicamente cuando la convierten en propietaria a través de la 
asignación foránea de su derecho. 
La impertinencia normativa en materia de patrimonio cultural responde a la idea liberal del 
monismo jurídico cimentado en la soberanía, que, a su vez, se asienta en el monopolio del Estado 
para la producción de leyes y consecuencialmente el monopolio de la fuerza. Es paradójico, que 
en Colombia impere la idea de centralismo estatal cuando está vista no solo la incapacidad del 
Estado para llegar a todo el territorio nacional sino además la coexistencia de ordenamientos 
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paralelos. El reconocimiento del pluralismo jurídico conlleva a un reto por la delimitación de lo 
jurídico y lo no jurídico 
Desde una perspectiva global, el pluralismo jurídico es un fenómeno muy 
importante en todos los niveles de ordenamientos, tanto dentro de ellos como 
transversalmente. Si se desglosa de cuestiones más amplias que pertenecen a la 
teoría general de las normas, a problemas de conceptualización del Derecho, o 
a cuestiones ideológicas sobre “el Estado”, es relativamente sencillo concebir el 
pluralismo jurídico como un hecho social. Su ámbito depende, en gran parte, de la 
concepción que se tenga del Derecho. (…) En las sociedades multiculturales —lo que hoy 
significa la mayoría de las sociedades— es cada vez más relevante para el estudio del 
Derecho interno, pero de maneras diferentes según los diferentes campos. (Twining, 
2010, p. 356) 
 
En un difícil contexto signado por la predominancia de políticas oficiales excluyentes y 
superficiales, el proyecto de articular en forma progresiva distintas fuentes de derecho presentes 
en Colombia, constituye uno de los desafíos actuales más significativos. Uno de los pasos hacia 
el reconocimiento de las formas de derecho alternas ha sido la incorporación de derecho blando 
por parte de la Corte Interamericana de derechos humanos, la Corte constitucional también ha 
acudido a las normas no vinculantes para justificar la adopción de medidas o políticas públicas 
en virtud del catálogo de derechos profesado por la Constitución del 91. Dichos avances 




Se le llama derecho blando al conjunto de fenómenos jurídicos que carecen de fuerza vinculante, 
sus instrumentos se caracterizan por ser abiertos y flexibles, no necesariamente van en contravía 
del derecho tradicional y se destacan por darle paso a la participación de actores que 
comúnmente no intervienen en la creación de las normas.  Justamente, la adhesión de la Corte 
Constitucional a los postulados del derecho blando se dio gracias a las demandas de una 
comunidad indígena y ha tenido influencia en múltiples fallos:  
 
La Corte Constitucional en Sentencia T-235 de 2011 resuelve teniendo en cuenta la Declaración 
de Hyogo de 2005 sobre el aumento de la resiliencia de las naciones y las comunidades ante los 
desastres y el Plan de acción de Yokohama para la protección de los intereses de la Comunidad 
Indígena del Cañón del Río Pepitas (Dagua, Valle del Cauca) en ocasión a los perjuicios sufridos 
durante la ola invernal de 2008. Dentro del cuerpo de la sentencia se resalta el valor del derecho 
blando como fuente de criterios técnicos en la resolución de conflictos de naturaleza jurídica y en 
la formulación de políticas públicas. 
 
Junto con la Sentencia T-235 de 2011 aparece la T-371 de 2013 que coincide en apelar a normas 
de derecho blando en la defensa de la autonomía indígena, en este caso la protagonista es la 
Comunidad Indígena Zenú de Sincelejo, que rechazó el nombramiento efectuado por la alcaldía 
de un dirigente sin contar con su consentimiento.  
 En el mismo sentido, en 2014 la Corte invoca dentro del cuerpo de la sentencia T-384A la 
Agenda 21 para promover el desarrollo sostenible, aprobado en la Conferencia de las Naciones 
Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo (CNUMAD), la argumentación fue tendiente a 
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resaltar el papel de los pueblos en el cuidado del ambiente en el Parque Nacional Natural Yaigojé 
Apaporis entre el Amazonas y Vaupés. 
La jurisprudencia enfatiza en la necesidad de incorporar un enfoque diferencial de los planes, 
programas y proyectos, atendiendo a las particularidades culturales y sociales de la población; en 
el caso particular de los grupos étnicos, la política de patrimonio cultural debe ser concertada con 
las comunidades indígenas y afrodescendientes en el marco de lo establecido por la Sentencia de 
la Corte Constitucional C-461 de 2008, para lo cual se debe emprender un proceso gradual de 
consulta con grupos étnicos, en pro de definir lineamientos teniendo en cuenta las normas legales 
y los planes de vida de comunidades indígenas. 
Patrimonio es entonces, una interrelación de muchos elementos que se salen del marco 
tradicional del concepto institucional, una definición desde lo pragmático implica analizar: la 
ecología y economía políticas, los movimientos sociales indígenas, la modernidad/colonialidad, 
los usos culturales y especialmente: el territorio. Solo un enfoque interdisciplinario del derecho 
producto de la globalización contrahegemónica, que admita como lineamiento el derecho blando, 
permitirá comprender las dinámicas que articulan los pueblos en relación a lo que consideran 
rasgos identitarios de su comunidad y examinar sus procesos. 
El término de contrahegemonía es muy relevante en la discusión pues si bien existe la 
globalización neoliberal como secuela de la narrativa de los vencedores, también existe un 
contrarelato emancipador y emergente desde el sur global, en pro de los procesos comunitarios, 
la inclusión social y la democracia, su activismo se caracteriza por darse paralelamente en 
muchos lugares y favorecer dentro de su agenda derechos humanos, sexuales, ambientales y 
étnicos. Se diferencia de los paradigmas occidentales modernos porque comprenden tanto el 
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reclamo por la equidad (redistribución) como por la diferencia (reconocimiento). (Santos B. d., 
2008) 
La globalización contrahegemónica puede adquirir un significado pleno a través de tres 
procedimientos descritos por Boaventura, a saber: la sociología de las ausencias, la teoría de la 
traducción y la puesta en práctica de nuevos manifiestos.  
La sociología de las ausencias es la forma de reconstruir las luchas contrahegemónicas partiendo 
de la premisa en que estas son incompletas o su resistencia resulta ineficaz. Una vez reconocidas 
tales inconsistencias se podrían establecer vínculos con otras luchas en otro lugar, de tal manera 
que se fortalezca para generar alternativas. Podría decirse que la sociología de las ausencias 
provee a las reivindicaciones de un carácter cosmopolita a partir de la apertura a experiencias 
sociales ajenas sin perder las particularidades de lo local.  
Posteriormente se abre paso a la teoría de la traducción, que consiste en la creación de una 
inteligibilidad mutua, se trata de que una lucha feminista abandone algo de su particularismo 
para encontrar puntos comunes con la lucha obrera, por ejemplo, sin perder su autonomía. En ese 
terreno común se abre paso a la creación de nuevos manifiestos, esto es, planes de acción 
supeditados a factores culturales, políticos y económicos. 
 La única forma de alentar su emergencia es excavando en las ruinas de las tradiciones 
marginadas, suprimidas o silenciadas sobre las que la modernidad eurocéntrica construyó 
su propia supremacía (…) lo que está en juego en términos políticos es la reinvención del 
estado y de la sociedad civil en tal forma que el fascismo societario se desvanezca como 
futuro factible. Esto se tendrá que lograr mediante la proliferación de esferas públicas 
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locales/globales donde los estados-naciones sean socios importantes, pero ya no los 
dispensadores exclusivos de legitimidad o hegemonía. (Santos B. d., 2008, pág. 46) 
EVOLUCIÓN DEL CONCEPTO DE PATRIMONIO. 
 
Ahora, la conceptualización del patrimonio ha sido progresiva, vale la pena caracterizar los 
antecedentes que dieron lugar a la definición contemporánea de patrimonio y sus medidas de 
salvaguardia previstas actualmente. 
En un primer momento se equiparaba patrimonio con monumentalidad, esta postura obedece al 
asombro natural ante la magnitud y desarrollo técnico, por supuesto que esta concepción 
marginaba muchos elementos, fue tras la Revolución francesa, y la expansión imperial de 
Napoleón se hizo menester un estudio más complejo que abarcara la dimensión arqueológica, 
científica, política y cultural de los bienes. Fue después de la Segunda Guerra Mundial cuando 
resultó inminente reconstruir el pasado a través de las ruinas, no solo por determinar los hechos, 
sino más bien –en un sentido más amplio- reivindicar los valores y devolverle a la humanidad el 
ideal de progreso. 
 
 Al examinar este período histórico tan notable en materia de derechos se encuentra que las 
condiciones de la época fueron un reclamo por un sistema de protección supranacional, 
vinculante para los Estados, de todos los bienes patrimoniales. (Jaramillo, 2016) 
Con la Segunda Guerra Mundial se afianza una idea de los valores como cualidades intrínsecas a 
la calidad de persona, en consecuencia, una identidad de humanidad, que trasciende lo jurídico 
pues parte de que el hombre antes de ser un titular de derechos, es un sujeto moral y tal 
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humanidad es el fundamento de toda reciprocidad. Los Derechos entonces, de herencia Kantiana, 
se hacen extensivos al patrimonio por ser lo que evoca una conciencia de lo humano en la 
Convención sobre la Protección de los Bienes Culturales en caso de guerra, en razón del 
momento coyuntural que se vivía en 1954. 
 
Estos instrumentos internacionales de protección y salvaguardia del patrimonio abrieron el 
camino a la Convención sobre la Protección del Patrimonio Mundial Cultural y Natural, 
impulsada por la Unesco en 1972, que emitió las primeras definiciones modernas de patrimonio, 
ampliadas al ámbito mundial, impulsó la concientización sobre la importancia de salvaguardar 
ese patrimonio y creó la Lista del patrimonio mundial para registrar allí los sitios y bienes que 
tuvieran un valor universal excepcional y que debían ser protegidos a toda costa.  
 
EVOLUCIÓN DEL ÁMBITO NORMATIVO 
 
La definición que la Convención de 1972 dio de Patrimonio cultural abarcó:  monumentos (obras 
arquitectónicas, de escultura o de pintura monumentales), elementos de carácter arqueológico, 
los conjuntos de construcciones y los lugares, que tengan un valor universal excepcional desde el 
punto de vista histórico, estético, etnológico, científico o antropológico. Sin embargo, fue hasta 
el 2003 que se celebra la Convención para la Salvaguardia del Patrimonio Inmaterial, para 
reconocer la dimensión viva del patrimonio, es decir: los usos, representaciones, expresiones, 
conocimientos y técnicas —junto con los instrumentos, objetos, artefactos y espacios culturales 
que les son inherentes— que las comunidades, los grupos y en algunos casos los individuos 




“Este patrimonio cultural inmaterial, que se transmite de generación en generación, 
es recreado constantemente por las comunidades y grupos en función de su entorno, 
su interacción con la naturaleza y su historia, infundiéndoles un sentimiento de 
identidad y continuidad y contribuyendo así a promover el respeto de la diversidad 
cultural y la creatividad humana. A los efectos de la presente convención, se tendrá 
en cuenta únicamente el patrimonio cultural inmaterial que sea compatible con los 
instrumentos internacionales de derechos humanos existentes y con los imperativos 
de respeto mutuo entre comunidades, grupos e individuos y de desarrollo sostenible.2 
 
Específicamente en Colombia se dieron iniciativas de exploración natural tales como la Real 
Expedición Botánica del Nuevo Reino de Granada y posteriormente  la posterior Comisión 
Corográfica, (1850-1862);  Ambos recorridos que en principio tuvieron finalidades ecológicas 
paralelamente lograron descubrimientos arqueológicos de antiguas culturas amerindias que en su 
momento fueron analizados a la luz de la colonización pero que hoy pueden explicar el origen de 
ciertos grupos étnicos presentes en nuestro país, sus prácticas ancestrales junto con sus procesos 
organizativos y políticos. 
 
A nivel normativo, la Ley 163 de 1959 aunque precaria en sus mecanismos de salvaguardia fue 
la primera que dictó  “medidas sobre defensa y conservación del patrimonio histórico y artístico 
y monumentos públicos de la nación”,  simultáneamente se crearon parques arqueológicos 
además de instituciones con funciones en favor de la apuesta política por los derechos colectivos 
                                                          
2Convención para la salvaguardia del patrimonio cultural inmaterial 2003 
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como el Consejo de Monumentos Nacionales, el Servicio Arqueológico Nacional, el Instituto 
Etnológico, el actual Instituto Colombiano de Antropología e Historia (ICANH) 
 
Este enfoque integrador resulta determinante cuando se pasa del terreno de la defensa del 
patrimonio material al de lo inmaterial, porque dicha salvaguardia de las manifestaciones escapa 
del ideal liberal de la universalidad, pues implica una diferenciación de cada cultura frente a las 
otras e introduce ciertas comprensiones valorativas.  
 
Los supuestos de modernidad que se materializaron en el Estado-nación han quedado relegados 
ante un panorama que ha puesto en evidencia la insuficiencia de la categoría de ciudadanos 
nacionales, por ser homogeneizadora y en ese sentido, si el patrimonio es el conjunto de 
elementos en los que se cifra la identidad no existe un patrimonio único atribuible a la nación, 
mucho menos en un país como Colombia, caracterizado por su naturaleza pluriétnica. 
 
IMPLICACIÓN DEL PATRIMONIO EN LO TEÓRICO 
 
La conquista del continente americano en 1492  determinó desde su inicio unas narrativas 
occidentales sobre la modernidad, permeadas por una noción de universalidad, en otras palabras, 
occidente se permitió definir las identidades de los otros a través de toda una configuración de 
visiones culturales particulares consideradas acertadas, que al día de hoy se mantienen vigentes 
si no en su dominación al menos en su influencia, lo que desemboca en una jerarquía invisible de 
los saberes y prácticas en la que por un lado se encuentran aquellas que son regionales o locales 
que resultan ajenas al proyecto “civilizador” moderno y son subordinadas, y por el otro está la 
globalidad eurocéntrica, que tiene un lugar antagónico en el acto sistemático de encubrimiento 
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del otro,  tal como lo describe Enrique Dussel en su obra 1492 : el encubrimiento del otro : hacia 
el origen del mito de la modernidad (1994).  
Esa formación discursiva de globalidad imperial y su régimen colonial es una de las 
características más sobresalientes del mundo moderno, surge entonces la necesidad de estudiar 
una geopolítica del conocimiento: por cuanto se establece como válido o no dependiendo del 
lugar desde donde emerge y a su vez, de las relaciones de poder que enmarcan su desarrollo 
(Mignolo, 2003). 
Frente a este punto Aníbal Quijano en su libro Colonialidad del poder, eurocentrismo y América 
latina afirma: 
A estas alturas de la investigación histórica sería casi ridículo atribuir a las altas culturas 
no-europeas una mentalidad mítico-mágica como rasgo definitorio, por ejemplo, en 
oposición a la racionalidad y a la ciencia como características de Europa, pues aparte de 
los posibles o más bien conjeturados contenidos simbólicos, las ciudades, los templos y 
palacios, las pirámides, o las ciudades monumentales, sea Machu Pichu o Boro Budur, las 
irrigaciones, las grandes vías de trasporte, las tecnologías metalíferas, agropecuarias, las 
matemáticas, los calendarios, la escritura, la filosofía, las historias, las armas y las 
guerras, dan cuenta del desarrollo científico y tecnológico en cada una de tales altas 
culturas, desde mucho antes de la formación de Europa como nueva id-entidad. (Quijano, 
2000, p. 212) 
La definición del norte global del patrimonio, está marcada por el discurso de los derechos 
humanos perteneciente  la misma línea eurocentrista, abrió paso a ciertas formas de mesianismo: 
el hombre blanco frente al otro, sujeto en condición de vulnerabilidad que necesita redención por 
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medio de un reconocimiento  que parte de lo especulativo y se hace visible a través de la 
institucionalidad, de esta forma el patrimonio se instrumentaliza y se cosifica al servicio del 
mercado, y son aquellos que en una jugada aparentemente altruista se benefician directamente de 
un reconocimiento de los bienes o prácticas que no puede ser sino logocéntrico. 
El colonialismo legitimó a través de la fuerza del conquistador el libre acceso a los recursos en 
los nuevos territorios y transferencia de quina, caucho y otros productos tropicales. Después de la 
independencia el extractivismo se mantuvo, esta vez fundamentado en propósitos científicos y 
productivos, bajo la etiqueta de patrimonio común de la humanidad, que resultó ser común solo 
al momento de su apropiación, pues luego se convertía en monopolio exclusivo a través de los 
derechos concedidos a obtentores a través de títulos de propiedad intelectual (Grosfoguel, 2007). 
Habría que cuestionar entonces si la nominación de patrimonio común de la humanidad no es 
una forma de despojo de lo local encubierta por un discurso de extensión de los derechos a todos, 
lo que no es otra cosa que una forma para prolongar en la historia los mecanismos que han 
mantenido vigente la injusticia de herencia colonizadora o puede entenderse desde la óptica de 
Boaventura de Sousa Santos que reconoce en la noción de patrimonio común de la humanidad 
un estado ideal, en el cual se pretende que los recursos naturales y culturales bajo la titularidad 
de toda la humanidad contribuyan a la sostenibilidad y calidad de vida. Esa titularidad colectiva 
supone derechos sobre la administración y distribución. 
El autor admite la herencia común pero condicionada a cinco reglas fundamentales: no 
apropiación, administración por todos los pueblos, participación internacional en los beneficios 
obtenidos de la explotación de los recursos naturales, uso pacífico y conservación para las 
generaciones futuras. (Santos B. d., 2008) 
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La construcción del concepto de patrimonio ocurre en el marco de procesos de dominación, 
Cristóbal Gnecco (2011) se refiere a la relación antagónica de lo global y lo local como “Una 
empresa moral: lo global es el deber ser y lo local lo que debe ser domesticado, extirpado, 
anexado, marginado. La construcción de la alteridad ha generado conflicto porque la definición 
del otro en el proyecto moderno ha comportado su categorización como sujeto dominado, como 
sujeto cuya suerte se decide en una moralidad externa, cuyo pasado, presente y futuro están 
determinados y dictados por otros.” (pág. 29) 
Se puede indicar que existen dos interpretaciones respecto a la cultura que sustentan la condición 
moderna del concepto mismo: “el concepto formal de cultura (base de las concepciones 
intelectualistas, monológicas e ilustrado-progresistas de la cultura) y un concepto sustantivo de 
cultura “(base de las concepciones historicistas, relativistas y voluntaristas de las culturas)” 
(Ramírez, 2007, p. 176) , interpretaciones que se complementan al tiempo que se oponen.  
El patrimonio está viciado en una doble vía: el mercado y la gubernabilidad, en otras palabras, es 
avaluado y comercializado bajo un discurso institucional de lo global, sin embargo, por más 
parcializado que parezcan el marco jurídico resulta un material viejo susceptible de ser 
resignificado. Radicalizar el discurso del pluralismo significa transgredir la estructura de lo 
hegemónico, o lo que la Corte misma ha denominado “sociedad mayoritaria” mediante “formas 
poseconómicas” y trabajo de red, es decir, supone un fortalecimiento de las comunidades locales. 
ARQUEOLOGÍA DE UN CONCEPTO NEOLIBERAL 
 
Uno de los legados de las políticas del pensamiento económico típico de la década de los setenta, 
impulsado por la Escuela de Chicago, de los ochenta, fortalecido por el Banco Mundial y el 
Fondo Monetario internacional (FMI) y el Consenso de Washington y visibilizado por gobiernos 
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como los de Ronald Reagan, Margaret Thatcher y Helmut Kohl fue su extensión a un gran 
número de países latinoamericanos, liderando la lista de naciones que apropiaron el modelo se 
encuentra Chile durante el período de dictadura.3 
La corriente neoliberal4 no se define a sí misma como exclusivamente económica, por el 
contrario, su éxito se atribuye a la integración de variadas disciplinas, (Harvey, 2008) esta 
precisión se hace significativa en el juego democrático pues los gobiernos pueden declararse no 
adscritos, pero muchos de sus postulados ideológicos y políticas públicas pueden resultar 
profundamente neoliberales. 
El neoliberalismo rechaza el racionalismo constructivo, es para Hayek la materialización del 
pensamiento socialista o totalitario5 y en contraposición se adhiere al racionalismo crítico, que 
atribuye las conductas y comportamientos de los seres humanos a la selección histórica del 
mercado conductas que adquieren una función social en virtud de los intereses individuales, 
porque le brindan un claro beneficio al individuo que actúa (Dussel, 1997). 
 La diferencia determinante es que mientras  el racionalismo constructivo busca caracterizar 
comportamientos humanos en relación a un contexto histórico y social, para el racionalismo 
                                                          
3 El Consenso de Washington introdujo dos grandes principios en las democracias latinoamericanas: por 
un lado, estimuló la adopción del libre mercado como política de Estado, lo que significó en términos 
prácticos la privatización desmesurada y por el otro, condujo a la apropiación de “Rule of law”, axioma 
determinante del derecho anglosajón, manifestado en el positivismo legalista. 
 
4  August von Hayek, Popper y Milton Friedman, son reconocidos como los principales exponentes del 
neoliberalismo, su construcción teórica tuvo una fuerte influencia en Latinoamérica además de otras 
geografías. 
 
5 A mediados de los ochenta, Pinochet, cuyo gobierno fue pionero en América latina en la incorporación 
del modelo neoliberal declaraba públicamente: "Espero que los señores políticos entiendan que se trata de 
una guerra, y que las alternativas son o marxismo o democracia. O caos o democracia" (A. Pinochet, 5. 
IX. 1986).  La teorización del sistema se trasladó al sur global con todo y el ejercicio que equiparaba 
racionalismo constructivo con socialismo. 
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crítico el único hecho histórico es la libre competencia, el neoliberalismo no solo acepta el déficit 
informativo de la ciencia sino además estima que el intento por aproximarse a una planificación 
de los hechos pone en entre dicho la cientificidad, su apuesta consiste en una supuesta absoluta 
superioridad histórica del mercado y de la libertad individual por encima de las instituciones. 
El estudio minucioso del neoliberalismo es oportuno para un análisis complejo del patrimonio 
por lo siguiente: Popper6 (1994) afirma que aquellos sujetos que intentan comprender los 
procesos históricos y deducir de ellos lo que sucederá en el futuro y procuran un entendimiento 
de las cosas a partir de un enfoque constructivista son nocivos para la Gran sociedad7y una 
amenaza para el orden social, esa noción se integra con otro de los cimientos del neoliberalismo: 
la evolución cultural, que traslada el darwinismo a los estudios sociales, esto es, el predominio 
del más fuerte garantiza su permanencia. El motivo final de esta evolución es la competencia. 
En este sentido, existe un reto fundamental ante una legislación que pretende consagrar y 
proteger derechos para grupos étnicos, a través de la patrimonialización y el sistema económico 
con el que intenta armonizar: consiste en que la forma de salvaguardar los conjuntos de saberes, 
creencias y pautas de conducta de un grupo social y resolver necesidades de todo tipo dado 
dependen de las condiciones económicas efectivas que garanticen el desarrollo de dicho grupo 
social. La patrimonialización recae sobre saberes y prácticas sobrevivientes pero sin aptitud para 
la competencia dentro de la dinámica del mercado que sólo puede redimirlo bajo la categoría del 
patrimonio.  
                                                          
6 Si bien Popper caracterizó el neoliberalismo dentro de su obra, su pensamiento no se adhiere a dicha corriente pues 
defiende la injerencia del Estado en la economía. Afirma que el capitalismo sin trabas debe ser sustituido por una 
intervención reguladora del Estado. 
7 La Gran sociedad  fue el término acuñado por la corriente neoliberal en la filosofía política del siglo XX para 
significar una compleja sociedad moderna, caracterizada por dar vía libre a los individuos para buscar sus propios 
fines. En contraposición explícita a la Gran sociedad se encuentran las sociedades primitivas. 
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Las reivindicaciones indígenas son eclipsadas por el neoliberalismo si se contrastan con los 
presupuestos anteriormente descritos: Primero, sus procesos sí responden a una continuidad 
histórica, allí que se hable de una dominación estructural por parte del norte global que deriva de 
la colonia; Segundo, desde lo nominal, se puede deducir que un grupo social que es considerado 
una minoría, está condenado a desaparecer bajo el supuesto neoliberal de la “evolución cultural” 
que privilegia al más fuerte en el capitalismo global persiste bajo formas de conocimiento 
totalizantes que reafirman el binomio dominador-dominado y se asemeja a la idea de 
civilización. 
Aunque en el imaginario social la idea de libre comercio signifique equidad de oportunidades en 
materia de acceso al mercado Harvey pone en tela de juicio este paradigma hegemónico; resulta 
falso en tanto es notorio que la apertura mercantil no amplía la competencia sino la proliferación 
de monopolios y oligopolios que utilizan frecuentemente el cierre de acceso a sus mercados para 
subyugar a otras naciones en el plano político y trata de advertir que existen otros modos de 
significación de lo económico y sus prácticas.  
En este sentido, que el neoliberalismo implica una competencia abierta antes que un 
control monopólico o competencia limitada dentro de estructuras oligopólicas es una idea 
fraudulenta que, como de costumbre, el fetichismo de la libertad de mercado enmascara. 
El libre comercio no significa comercio justo. (Harvey, 2004, p. 9) 
Para el tema del patrimonio la reflexión de Harvey es esencial pues señala la desposesión como 
una nueva forma de acumulación. 
El énfasis en los derechos de propiedad intelectual marca los caminos a través de los 
cuales las patentes y licencias de materiales genéticos, plasma de semillas, y cualquier 
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forma de otros productos, pueden ser usadas contra poblaciones enteras cuyas prácticas 
de manejo ambiental han jugado un papel crucial en el desarrollo de estos materiales. La 
biopiratería es galopante, y el pillaje del stock mundial de recursos genéticos en beneficio 
de unas pocas grandes empresas multinacionales está claramente en marcha. (Harvey, 
2004, p. 13) 
El capitalismo hoy por hoy contusiona y consume bienes ambientales, formas culturales y 
entorpece modos de producción agrícola y procesos comunitarios que privilegian la naturaleza 
sobre la mercancía. (Harvey, 2004) 
La conclusión es que la relación entre comunidades indígenas y neoliberalismo es 
intrínsecamente antagónica porque la representación del norte global ligada estrechamente con el 
capitalismo anula aquellos pensamientos que se producen desde un conocimiento situado; desde 
identidades y espacios geopolíticos históricamente subalternizados. 
El desarrollo capitalista creó: crisis ecológica; desequilibrios entre diferentes sectores de 
la economía; explotación imperialista, etcétera. En ese caso, los aspectos de una lucha 
anti-capitalista son muchos y no pueden reducirse a una categoría tan simple como la de 
clase. Tendremos una multiplicidad de luchas, las luchas en nuestra sociedad tienden a 
proliferar cuanto más nos adentramos en una era globalizada. (Laclau, 2006, p. 10) 
La única forma en que el derecho puede ejercer una verdadera preservación de “los conjuntos de 
saberes, creencias y pautas de conducta de un grupo social, incluyendo los medios materiales que 
usan sus miembros para comunicarse entre sí y resolver necesidades de todo tipo” no es a través 
de la asignación de derechos de reconocimiento o propiedad de las comunidades sobre lo que 
ellas mismas han venido generando de manera dialéctica a través de la aplicación de sus propias 
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formas epistemológicas a través del tiempo, sino permitiendo el empoderamiento a través de la 
facilitación de alternativas técnicas que permitan lo autosustentable, es decir: descolonizar el 
saber.  
El problema es que un modelo económico que busca integrar dicha epistemología a sus prácticas 
económicas, no puede integrarla sin destruirla: es así como tiene que reducirlas a lo cultural. 
Incluso un modelo alternativo que pueda ser puesto en práctica por las comunidades, no asegura 
la conservación de sus “conocimientos tradicionales”, porque históricamente la resistencia de 
también ha incluido la modificación e incluso abandono de dichas prácticas ancestrales, el 
desarrollo indígena también reconoce prácticas y conocimientos propios, pero obsoletos y así 
mismo los replantea. 
CÁPITULO II 
LA INSUFICIENCIA DE LA LEGISLACIÓN: DEL ENUNCIADO A LA PRAXIS. 
 
A partir de la década de 1980 el paradigma de los Estados Latinoamericanos en materia de 
derechos cambió en respuesta a los ejercicios de visibilización que emprendieron los pueblos 
indígenas bajo la influencia de un nuevo derrotero internacional de integración. 
El crecimiento de los movimientos indígenas fue favorecido por instrumentos internacionales, en 
especial por el convenio 169 de la Organización Internacional del trabajo (OIT) y la 
movilización a propósito del V Centenario(12 de octubre de 1992). El convenio trajo consigo 
consecuciones importantes en materia de derechos, lo primero es que sustituye la nominación de 
poblaciones por la de pueblos y además establece como interlocutores a los pueblos y no a los 
Estados, ello facilita su autoidentificación. 
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La reciente introducción del multiculturalismo como política de Estado en varios países de 
América Latina es sin duda un logro democrático producto de las luchas y reivindicaciones 
agenciadas por movimientos sociales que representan a los pueblos indígenas y negros y no una 
concesión de los gobiernos, por supuesto, el auge y consolidación del discurso de los Derechos 
Humanos sobreviniente a las dictaduras en el continente y los continuos llamados de las 
organizaciones internacionales también ha contribuido a la mediatización de los procesos 
políticos que impulsan las minorías.  
 
El movimiento zapatista en México, Manuel Quintín Lame, la Conaie en Ecuador e, incluso, la 
elección de Evo Morales en Bolivia serían expresiones de ese empoderamiento de sectores 
subalternizados a través de la formulación de políticas de identidad étnica que trascienden la 
perspectiva del multiculturalismo (Restrepo, 2008). 
 
En los Estados Andinos de Bolivia y Ecuador las organizaciones indígenas obtuvieron grandes 
logros en materia de reconocimiento por la permanente confrontación de los grupos y su forma 
de representación con los gobiernos producto de diferencias sustanciales en tema de desarrollo. 
En tanto para los Estados la reivindicación de la autonomía indígena muchas veces amenaza el 
status quo, para las comunidades indígenas es insuficiente. 
 
Mientras tanto en Colombia las cuestiones indígenas están en un segundo plano, en buena 
medida porque el hecho de que la participación de los sectores indígenas en el total de la 
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población no es mayor al 2%8. (Semper, 2006). La Constitución Política de 1991 se propuso 
refundar el país, y formular propuestas innovadoras para los cambios anhelados por el conjunto 
de la sociedad, por cual platea un modelo de inclusión social, especialmente de aquellas 
comunidades que a lo largo de la historia han sido vulneradas y relegadas en la participación de 
los temas de interés nacional, sin embargo, una cosa es proclamar derechos y otra diferente y 
mucho más compleja, garantizar su implementación.  
El sistema de patrimonio cultural inmaterial actual, cuestiona la matriz de las prácticas 
tradicionales relegándolas al sistema de patrimonialización que desconoce la diversidad de las 
manifestaciones de los pueblos indígenas enmarcándolas en las dinámicas mercantilistas, por la 
cual, la legislación vigente en materia de patrimonio, se construye como una voluntad política 
que mantiene los límites de la representación dada y en ese sentido ignora el principio 
constitucional de que “la soberanía radica en el pueblo” que es quien configura la agenda del 
proyecto social, económico y político. 
 
La encrucijada procesal para la defensa de los Derechos Económicos, sociales y 
culturales. 
La Constitución Política no sólo elevó los derechos materiales de los indígenas, además instituyó 
instrumentos jurídicos procesales para su defensa, es el caso de la acción de Tutela (Artículo 86) 
además introdujo nuevas instituciones, para el caso sobresale la Corte Constitucional (artículos 
239 ss.) que ha cumplido una labor importante en la concreción de los lineamientos 
                                                          
8Informes de la alta comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos sobre la situación de los 
derechos humanos en Colombia, E/CN.4/2004/13 § 90-92, 17 de febrero de 2004; E/ CN.4/2005/10,  
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constitucionales que atañen a las comunidades indígenas colombianas, sus sentencias han 
materializado las disposiciones constitucionales en materia de protección de Derechos Humanos 
 “Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y 
lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a 
su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, 
cuando crea que éstos resultan vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de 
cualquier autoridad pública. La protección consistirá en una orden para que aquel 
respecto de quien se solicita la tutela actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo, que será de 
inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez competente y, en todo caso, éste 
lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión. Esta acción sólo procederá 
cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se 
utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. En ningún caso 
podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución. La ley 
establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados 
de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el 
interés colectivo, o respecto de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación 
o indefensión”9 
 
En vista de que la acción de tutela opera de forma autónoma y no transitoria en materia de 
derechos colectivos de los grupos étnicos conviene formular la pregunta sobre cómo se gestionan 
los derechos en Colombia. Si el ordenamiento jurídico prevé la acción popular como un 
                                                          
9Constitución Política Colombiana, 1991, art 86 
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mecanismo exclusivo para la salvaguarda de los derechos colectivos cuáles son los factores que 
motivan a la ciudadanía a optar por la tutela. 
 
El artículo 88 de la Constitución sobre las acciones populares fue reglamentado por el legislador 
a través de la Ley 472 de 1998, uno de los enunciados reconocidos por su gran envergadura en 
las conquistas sociales de la constituyente por empoderar a las comunidades como titulares de 
derechos. 
Sin embargo, las recientes modificaciones normativas han constituido una barrera para la 
materialización de los derechos colectivos, el requisito de procedibilidad y a las medidas 
cautelares se han convertido en puntos neurálgicos en la tensión entre la Ley 472 del 98 y el 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, vigentes en el 
ordenamiento jurídico. 
Las medidas cautelares en materia de acciones constitucionales juegan un papel fundamental 
pues son la herramienta para prevenir o hacer cesar una amenaza. Hasta antes de la Ley 1437 de 
2011 la solicitud podía presentarse sin más formalidades que la observancia de los requisitos de 
razonabilidad, proporcionalidad y ponderación. Posterior a su expedición, la aplicación del 
régimen general de medidas cautelares de los medios de control se hizo extensivo para los 
procesos de protección de los derechos económicos, sociales y colectivos. Esto supone una 
encrucijada procesal para el actor debido a que el artículo 231 del CPACA presupone que debe 
probar la titularidad lo que resulta a todas luces más complejo cuando se trata de derechos 
colectivos.  
El hecho de que el CPACA imponga una serie de formalidades para el ejercicio de la acción 
popular que no estaban previstas en Ley 472, especial sobre acciones populares terminará por 
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llevar al ciudadano al desuso por el desconocimiento. Aunque parece un detalle de simple 
trámite puede representarle al actor una obstrucción al acceso a la justicia. 
 
Por otro lado se encuentra el requisito de procedibilidad: el artículo 10 de la Ley 472 señala: 
“Cuando el derecho o interés colectivo se vea amenazado o vulnerado por la actividad de la 
administración, no será necesario interponer previamente los recursos administrativos como 
requisito para intentar la acción popular”, sin embargo el CPACA en su artículo 144 fija como 
requisito de procedibilidad “solicitar a la autoridad o al particular en ejercicio de funciones 
administrativas que adopte las medidas necesarias de protección del derecho o interés colectivo 
amenazado o violado. Si la autoridad no atiende dicha reclamación dentro de los quince (15) días 
siguientes a la presentación de la solicitud o se niega a ello, podrá acudirse ante el juez”, además 
de ser una carga adicional, al no estar estipulado en la norma especial dicho requerimiento puede 
llevar al ciudadano al rechazo de la acción. 
 
Entre otras cosas, es ingenuo pensar que durante un término tan corto podrá resolverse la 
situación en sede administrativa pues en muchas ocasiones la vulneración de derechos 
económicos, sociales y culturales -por su naturaleza, complejidad y aplicación progresiva- se da 
con continuidad, vocación de permanencia en el tiempo y con conocimiento o incluso una actitud 
permisiva por parte de las autoridades administrativas.  
 
Vale la pena hacer una revisión de los pronunciamientos más importantes de la Corte 
Constitucional frente al tema pues la corporación no es tajante con la naturaleza y acción jurídica 
idónea para exigir la garantía de los derechos económicos, sociales y culturales, por el contrario, 
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se ha encargado de matizar su calificación a la luz de circunstancias, eventos y sujetos 
especiales.  
 
Uno de los casos en los que los DESC pueden convertirse en derechos fundamentales es cuando 
el amparo de un derecho fundamental se ve condicionado a la protección de un DESC por la 
estrecha relación que existe entre ambos.  Esta corriente jurisprudencial se hace evidente a partir 
de 1992en Sentencia No. T-491; T-571 del mismo año y SU-819 de 1999. 
Otro de los casos en los cuales los DESC pueden recibir tratamiento de derechos fundamentales 
es cuando su contenido ha sido determinado por una fuente normativa distinta al texto 
constitucional, emitida por autoridad competente siempre y cuando exista un dispositivo estatal 
lo suficientemente consolidado para atender el derecho, caso en el cual se genera el deber 
asistencial10 en favor del ciudadano. (Sentencia T-205 de 1997, M. P. Alejandro Martínez 
Caballero; SU-819 de 1999, M. P. Álvaro Tafur Galvis) 
Los otros dos casos son quizá los más relevantes en materia étnica, los DESC pueden transmutar 
a derechos fundamentales cuando se trate de grupos en estado de debilidad manifiesta, esto es, 
sujetos de especial protección y cuando el titular del derecho lo reclama frente a vulneraciones 
arbitrarias de las autoridades o los particulares, es decir, en la condición que la doctrina reconoce 
como una faceta de defensa. 
 
En resumen, resulta más afectivo acudir a la acción de tutela como mecanismo autónomo para la 
protección de derechos colectivos de los grupos étnicos, sin duda es un instrumento que faculta a 
                                                          
10 Se entiende como deber asistencial la obligación del Estado de brindar una prestación concreta que solo es 
exigible cuando el derecho a reclamar tenga un desarrollo específico de normas presupuestales, procedimientos y 




los pueblos para la reclamación de los derechos que les asisten. No obstante, queda sobre la mesa 
una inquietud sobre la necesidad de delimitar y precisar normativamente el alcance de las 
acciones.  
 
Pareciera ser que los juristas hacen un gran esfuerzo doctrinario por forjar el entramado 
conceptual que permita garantizar derechos a través de la demostración de la conexidad o desde 
una clasificación más laxa de los derechos entre colectivos, fundamentales y aquella amalgama 
que posibilita el trámite más eficaz, pero se quedan cortos en fortalecer los mecanismos de 
amparo desde el ejercicio legislativo. 
NORMATIVIDAD VIGENTE 
 
La Convención 169 de 1989 de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales es el más importante 
referente normativo en favor de las comunidades indígenas. Fue incorporada al derecho 
colombiano a través de la ley 21 de 1991, en virtud del Bloque de constitucionalidad, lo que 
significa entre otras cosas que su aplicación debe ser ilimitada incluso estando en curso un estado 
de excepción.  
La ley 21 de 1991 a su vez se complementa con mandatos legales previos que incluso datan de 
periodos preconstitucionales que se mantienen vigentes en respuesta a la urgencia de las demandas 
propias de los sectores indígenas, a saber: 
La ley 89 de 1890, a pesar de tener gran cantidad de contenidos de segregación fue considerada en 
la época colonial un arma jurídica en algunos sentidos para los pueblos indígenas, tendientes a la 
autogestión, así como la exención del servicio militar y del pago de tributos.  
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Esta investigación pretende además de enunciar aquellas reglamentaciones relativas al derecho 
positivo, exaltar el papel del ordenamiento autóctono como construcción popular, que integra por 
un lado un derecho consuetudinario indígena conjugado con un derecho tribal con matices 
propios de la región sin perjuicio del reconocimiento de estos derechos en la Constitución, la 
fuerza imperativa del derecho indígena proviene de sus orígenes pre y extraestatales. 
El principio constitucional de la diversidad étnica y cultural es el punto de referencia central para 
la discusión jurídica en torno a los pueblos indígenas (artículo 7 de la CP): “El Estado reconoce y 
protege la diversidad étnica y cultural de la nación colombiana.”  La Corte ubica el principio al 
mismo nivel de democracia y pluralismo (Preámbulo, artículos 1 y 2 de la CP) argumentando 
que su preponderancia responde al tratamiento especial del que deben ser sujeto las comunidades 
nativas, el cual se materializa en el ejercicio de las funciones jurisdiccionales en concomitancia 
con sus propios valores culturales (artículo 246 de la CP), de la autogestión mediante una 
estructura política autónoma (artículo 330 de la CP), la creación de la circunscripción nacional 
especial indígena (artículos 171 y 176 de la CP) y el ejercicio irrestricto de la propiedad sobre 
sus resguardos y territorios (Semper, 2006). 
La definición legal de Comunidad indígena tiene una larga tradición, en principio consta en el 
decreto 2001 de 1988, artículo 2, que reza: […] “el conjunto de familias de ascendencia 
amerindia que comparten sentimientos de identificación con su pasado aborigen y mantienen 
rasgos y valores propios de su cultura tradicional como formas de gobierno y control social 
internos que las distinguen de otras comunidades rurales.”  
La Corte Constitucional especifica “que la comunidad indígena es un sujeto de derecho colectivo 
y no una acumulación de sujetos de derecho individuales que comparten los mismos derechos o 
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extensivos intereses comunes, y les abre de esta manera la protección jurídica a través de las 
demandas populares que tienen a su disposición” (Sentencia SU- 510/98 MP Eduardo Cifuentes, 
Sentencia T- 496/96 MP Carlos Gaviria) y en ese mismo sentido reglamenta lo correspondiente 
al artículo 29, el inciso 3  del artículo 94 de ley 135 de 1961, en lo relativo a la constitución de 
resguardos indígenas en el territorio nacional.(Sentencia 188/93 MP Eduardo Cifuentes Muñoz) La 
Constitución enfatiza sus esfuerzos en asegurar para las comunidades indígenas su territorio, 
robustecer la autodeterminación que les asiste y promulgar la participación en el Estado y sus 
instituciones, dichos derechos se enuncian expresamente:  
(1) El derecho a la integridad étnica, cultural, social y económica a resultas del derecho a la 
integridad física (artículo 12 de la CP), cuya aplicación en el contexto de da especialmente por la 
amenaza latente que representa para los pueblos tradicionales la desaparición forzada.  
(2) El derecho a la participación en decisiones y medidas que pudiesen afectar a las comunidades 
indígenas, particularmente las que tienen que ver con la extracción de recursos naturales en sus 
territorios. Es la Ley No. 21 de 1991, que incorpora al ordenamiento jurídico colombiano el 
convenio número 169 de la O.I.T., celebrada en Ginebra 1989.  
El artículo 6 del convenio se dice que “los gobiernos deberán consultar a los pueblos interesados, 
mediante procedimientos apropiados y en particular a través de sus instituciones representativas, 
cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles 
directamente”. Ello implica prever medios de participación libre, instituciones y recursos, en 
observancia del principio de buena fe. 
(3) Así mismo el derecho a la Consulta previa tiene rango constitucional, se encuentra declarado 
en el artículo 330 de la CP y es una de las herramientas jurídicas más útiles para hacerle frente a 
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la apertura económica que violentamente ha pasado por encima de quienes habitan la tierra, no 
obstante, su ejercicio se encuentra limitado por otras disposiciones, por ejemplo, la titularidad del 
subsuelo y los recursos naturales no renovables en cabeza del Estado (Const., 1991, art 332),  
que los derechos de propiedad pueden limitarse cuando entren en conflicto con el interés general 
(Const., 1991, art 58)  la libertad de movimiento (Const., 1991, art 24) 
Daniel Bonilla Maldonado en su libro Constitucionalismo del sur global identifica grupos de 
providencias a través de los cuales la corte desarrolla diversos aspectos de la figura jurídica de la 
consulta previa:  En un primer momento la principal preocupación de la jurisprudencia es 
manifestarse frente a los proyectos de exploración de recursos naturales en territorios ancestrales. 
Las dos sentencias emblemáticas en la definición de la figura jurídica son la de los Uw’a (SU-
039/97 MP Antonio Barrera Carbonell) y la de la hidroeléctrica Urrá (Sentencia T-652/98 MP 
Carlos Gaviria Díaz) (Bonilla, 2015) 
El segundo grupo mantiene las directrices de las providencias proferidas previamente, el 
esfuerzo se orienta a establecer criterios sobre cómo, cuándo y dónde se llevará a cabo la 
consulta de leyes y actos administrativos.  
La tercera etapa reitera gran parte de la doctrina anterior, su aporte consiste en la integración del 
derecho al veto cuando no haya acuerdo con las comunidades y la decisión del gobierno 
comprometa su existencia, la Corte justifica la creación de la figura bajo tres argumentos: La 
sistemática violación del Gobierno al derecho a la consulta previa, los efectos que tiene el 
incumplimiento en las minorías y el derecho internacional (Bonilla, 2015). 




La Consulta previa como institución jurídica está intrínsecamente ligada al derecho a la 
propiedad de tierra comunitaria; en este punto vale la pena caracterizar un nuevo sentido de la 
propiedad fuera del entendido del derecho civil hacia un tipo de pertenencia que vincula la 
posesión material con la espiritualidad de un colectivo que articula sus relaciones en torno a la 
tierra. 
La tierra está provista de gran significación para las comunidades indígenas especialmente en lo 
concerniente al campo económico, cuando los indígenas tienen poca o no la tienen se ven 
obligados a trabajar para gente no indígena, lo que significa una ruptura en la unidad de grupo y 
el indígena no es sino en comunidad (ONIC, 2013). 
El análisis jurídico debe abarcar la cuestión del territorio no solo por su importancia en las 
reivindicaciones de los pueblos aborígenes, sino además porque el tema ha suscitado múltiples 
situaciones de conflicto a lo largo de la historia colombiana, debido a la fase de acumulación 
neoliberal -soportada por procesos de desposesión-, propia del modelo económico capitalista. El 
despojo vino acompañado de la privatización de los recursos de vida, desplazamiento forzado y 
reconfiguración demográfica y se perpetúa hasta hoy con nuevos y viejos actores y comunidades, 
afrodescendientes, indígenas y campesinas en pugna por sus formas de habitar el territorio.  
La tierra es el blanco de las aspiraciones de desarrollo productivo y la lógica de acumulación 
encuentra el sostenimiento de la rentabilidad de bienes y servicios en la explotación de los 
recursos, es por ello que la formulación de un modelo agrario integral que busque una repartición 
democrática de los espacios rurales es una tarea pendiente en Colombia. 
El reconocimiento de los derechos territoriales a pueblos indígenas debe diferenciarse de la 
concepción occidental que se reduce a la titularidad o acceso a la tierra vista como bien, implica 
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reconocerla como nicho socio-histórico que garantiza las condiciones para un buen vivir, dotada 
de poder de decisión. De ahí que sea tan útil establecer la distinción entre derecho a la tierra y 
derecho al territorio. 
 “Para los pueblos indígenas, el derecho territorial tiene una connotación ancestral, 
cosmogónica, más amplia que el derecho a la ‘tierra’, en el sentido de que no se trata 
(solamente) de propiedad o posesión, sino que implica formas culturales de habitarlo, de 
regular la vida en comunidad y de procurar el bien-estar de todos.  
En este sentido, el derecho territorial demanda ejercer un control político que tiene 
correspondencia con patrones indígenas de proteger y servirse de los recursos naturales, aspectos 
que en su conjunto incluyen los derechos políticos y culturales de garantizar la regulación 
autonómica territorial. Lo es así porque se trata de derechos colectivos de pueblos y no de 
derechos de ciudadanos como tales.” (Gómez, 2015, p. 78) 
La propiedad de la tierra se sitúa en el ámbito del derecho privado, implican un crecimiento 
patrimonial a diferencia de los derechos territoriales que hacen parte de la esfera de lo público y 
asisten a los pueblos y no a las personas e involucran un control colectivo sobre los recursos, 
relaciones políticas y concepción cultural. 
La Constitución Política define la propiedad de tierras comunitarias de los indígenas bajo la forma 
jurídica del resguardo “[...] las tierras de resguardo [...] son inalienables, imprescriptibles e 
inembargables” (Art 63 y 329 CP). La tierra indígena cambia el paradigma occidental de propiedad 
en primer lugar porque constituye materia prima para la subsistencia y además porque es la base 
de su cosmovisión.  
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La Constitución tiene una inconsistencia que salta a la vista y es en materia de integración de los 
términos jurídicos y su aplicación en simultáneo, no queda tan claro a partir de la interpretación 
gramatical cómo conviven los territorios indígenas (artículos 286 y 287 de la CP) y entidades 
territoriales indígenas (artículo 329 de la CP). 
La información suministrada por el DANE, derivada del Censo General 2005, presenta 
una población indígena total para Colombia de 1.378.884 personas y una población 
indígena asentada en resguardos de 933.800 personas que incluye resguardos 
contemporáneos y los históricos de origen colonial y republicano. De acuerdo con esta 
información institucional en Colombia existen 445.084 indígenas que no poseen un 
territorio colectivo reconocido que representa el 27% de la población indígena nacional.11 
(Organización Nacional indígena de Colombia, 2010) 
La conformación de los resguardos tiene su origen en el repartimiento de territorios realizado por 
los españoles sobre la asignación de la tierra en la que debían asentarse los indígenas (siglos 
XVII y XVIII) y tuvo distintos devenires en su evolución. Hacía 1821 la voluntad legislativa iba 
encaminada a quebrantar la tradición colonial acabando con los resguardos y trasladando ese 
derecho de dominio de la propiedad comunitaria a la privada, pero fue hasta 1873 que se 
eliminaron los resguardos, no es de extrañarse que haya sido precisamente el Código Civil el que 
determinó su abolición. A pesar de ello renace a la vida jurídica con la Ley 89 de 1890, esta vez 
por un afán inclusivo del gobierno de regular el territorio por medio de una norma uniforme en 
                                                          
11 El hecho de que una comunidad no tenga resguardo no significa que carezca de identidad como grupo étnico, su 
constitución es un derecho territorial que les asiste, pero no condiciona su existencia.  
Cabe resaltar que la institucionalidad está en mora de establecer un verdadero estudio demográfico que haga 
viable el reconocimiento étnico en Colombia.  
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un contexto en el que la persistente resistencia de indígena ponía en riesgo la seguridad pública 
(Semper, 2006). 
La Corte Constitucional en sentencia C-921 de 2007 define la palabra resguardo de la siguiente 
manera “Institución legal y sociopolítica de carácter especial, conformada por una comunidad o 
parcialidad indígena, que, con un título de propiedad comunitaria, posee su territorio y se rige 
para el manejo de éste y de su vida interna, por una organización ajustada al fuero indígena o a 
sus pautas y tradiciones culturales.” 
La competencia de constitución de reservas y resguardos y su respectiva ampliación fue asignada 
al INCORA, más tarde INCODER (actualmente Agencia Nacional de Tierras), entidad que 
además tiene bajo su dirección la adjudicación de baldíos, en muchas regiones del país la 
titularidad las tierras tradicionalmente ocupadas por comunidades indígenas fue conferida a 
particulares de manera irregular. 
Es por ello que la figura jurídica de baldíos sigue manteniéndose como carta blanca para 
expropiaciones con una fachada legalista, no solo para los indígenas sino para múltiples 
movimientos sociales que comparten con los pueblos comunitarios el éxodo y la disputa por la 
tierra. Desde la conquista los indígenas habitaban el territorio nacional según rasgos particulares: 
por un lado estaban las comunidades que se asentaban y vivían del cultivo afiliados a una vida 
sedentaria; por el otro los cazadores que por supuesto se movilizaban con frecuencia, 
consecuencialmente, los primeros asumieron las condiciones de los conquistadores y se 
convirtieron en mano de obra barata, manteniendo su presencia en el territorio pero cediendo el 
dominio, los segundos, sublevados y aguerridos fueron exterminados en una brutal campaña.  
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De ahí que el factor rural sea el principal motivo de conflicto en Colombia, porque el proyecto de 
desarrollo moderno concebido desde el norte global no desecha lo que le es funcional (Palacios 
& Safford, 2002). 
QUINTIN LAME: HERALDO VIVO DE LA INTERCULTURALIDAD. 
 
En particular, el relevamiento efectuado por el indígena páez Manuel Quintín Lame (1880-1967) 
y la elaboración de un programa de siete puntos que, entre otras cosas, reclamaba la reintroducción 
y ampliación de las superficies de resguardo, terminaría siendo la chispa inicial para el posterior 
desarrollo de un movimiento indígena nacional (Fiede, 1944). 
Lame se levantó en contra del pago del terraje en el Cauca. El terraje fue la extensión del 
feudalismo en Latinoamérica en contra de nativos indígenas que, en calidad de terrajeros pagaban 
con días de trabajo el uso de pequeñas parcelas de tierra. Lo que comenzó como un reclamo contra 
esta institución se fue convirtiendo progresivamente en una lucha por la recuperación de los 
resguardos, por la autonomía indígena y un grito en contra de la discriminación imperante en la 
época (Vasco, 2007). 
Valga decir que el terraje era una práctica común y generalizada, aunque los resguardos ya eran 
reconocidos -de forma incipiente- desde la corona española como propiedad colectiva de las 
comunidades y con la independencia se prohibió su transacción. 
Quintín era gran conocedor de las leyes, su reflexión al respecto tuvo como resultado críticas que 
hasta el día de hoy se mantienen como móvil de las reivindicaciones indígenas, el aparato legal 
estaba al servicio de los terratenientes, tanto que el movimiento lamista fue duramente reprimido. 
A Lame se le debe en parte la robusta organización de los indígenas del Cauca y del Huila; su 
pensamiento refuerza la idea de que es posible hacer de los procesos comunitarios, experiencias y 
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memorias subalternas, una plaza de emancipación que conlleve al diálogo horizontal entre 
identidades. 
El pensamiento de Lame fue determinante para promover la intención de democratizar las formas 
de propiedad de la tierra, incluso dentro de sus tesis se esbozó -con suma razón-  la noción de que 
el derecho de los indígenas era anterior a la legislación. 
La lucha por la tierra no solo indígenas sino también campesina desembocó en la Reforma Agraria 
y Social 135 de 1961 especialmente buscaba superar la tensión entre latifundios y minifundios. 
Más adelante Virgilio Barco Vargas dictó el decreto 2001 de 1988, con el fin de modificar los 
mecanismos procesales de adjudicación de resguardos, se cristalizaron dos diferentes formas de 
asignación: por un lado, a través de terrenos baldíos; por el otro, a través de predios y mejoras del 
Fondo Nacional Agrario, no es necesario profundizar en el tema para señalar que las talanqueras 
burocráticas eclipsan el derecho de propiedad de los indígenas y su derecho a la autonomía, aun 
cuando la figura jurídica es de especial relevancia para el conjunto normativo constitucional.  
La autonomía territorial está limitada por otras disposiciones: El artículo 29 contiene 
disposiciones sobre la asignación de baldíos, en zonas que fueron habitadas anteriormente por 
indígenas, lo que anula entrada el concepto ancestral de posesión inmemorial; además está 
condicionada a la titularidad del Estado sobre los recursos naturales no renovables, es así como 
la agenda neoliberal permeada por el interés extractivista ha sido durante décadas el móvil del 
despojo. 
 El Estado es propietario del subsuelo y de los recursos naturales no renovables, sin perjuicio de 
los derechos adquiridos y perfeccionados con arreglo a las leyes preexistentes. (Art 332 
Constitución Política). Este enunciado es un claro ejemplo de que la legislación colombiana no 
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ha superado la visión de la tierra como un bien y que de que la autonomía territorial no puede ser 
plena mientras no existan condiciones reales que la posibiliten. 
Sin duda alguna, los proyectos de explotación de recursos naturales tienen un notable impacto 
sobre los grupos indígenas y su supervivencia como grupo social. Así lo explicitó firmemente la 
Corte Constitucional en su sentencia sobre las reivindicaciones de los U’wa12. Esta situación trae 
consigo un reto: armonizar dos intereses contrapuestos: La necesidad de planificar el manejo y 
aprovechamiento de los recursos en los territorios para su sostenimiento (Art. 80 CP) y asegurar 
la protección de la integridad étnica, cultural, social y económico de las comunidades indígenas, 
es decir, los elementos básicos que constituyen su cohesión como grupo social.  
Los movimientos organizados de los pueblos indígenas y las transformaciones constitucionales y 
legales que resultaron de sus esfuerzos, han cuestionado profundamente el discurso igualitario del 
liberalismo clásico, enfoque privilegiado en la constitución misma de los Estados. No se trata de 
un rechazo a los derechos liberales o los derechos humanos sino una interpelación por la manera 
en que el liberalismo hegemónico ha favorecido a algunos sectores y excluido a otros.  
 
Las perspectivas para combinar una visión y práctica de derechos individuales con los derechos 
colectivos de los pueblos, basados en identidades colectivas, son realmente una contribución de 
América Latina -en lo formal-, a los debates sobre los derechos y la cultura en el mundo, en un 
contexto global donde, a riesgo de simplificar demasiado, muchas veces se colocan “los derechos” 
                                                          
12En Sentencia SU-039/97 la Corte Constitucional resuelve a favor de la comunidad U’wa el conflicto derivado de la 
explotación petrolera por parte de la multinacional estadounidense OXY en su territorio ancestral; conflicto que se 
gestaba desde 1991. La sentencia se considera hito por privilegiar los intereses étnicos y ambientales por encima de 
la extracción de hidrocarburos que los compromete gravemente. En su momento suscitó gran controversia por hacer 
notorio el choque de trenes, en esta ocasión el Consejo de Estado reclamó que la Corte constitucional asume 
funciones jurisdiccionales que corresponden al juez ordinario por tratarse de un asunto litigioso. 
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por un lado y “la cultura” o “los colectivos culturales/ tradicionales” por el otro. La experiencia 
reciente de América Latina demuestra que estos binomios no son tan útiles y no reflejan la 
complejidad y el dinamismo de la realidad social (Rodriguez, 2011). 
 
Es así como se produce un cambio de paradigma sobre la forma en la que se aborda el tema étnico 
dentro del ordenamiento jurídico colombiano: Los indígenas pasan de ser considerados 
aisladamente como individuos a posicionarse jurídicamente desde lo colectivo.  
La Organización Nacional Indígena de Colombia – ONIC, señala en el territorio nacional habitan 
102 pueblos indígenas de los cuales 87 gozan de reconocimiento dentro de un marco legal. La 
situación de los pueblos indígenas en Colombia es alarmante y así lo señala la Corte Constitucional 
en sus autos 004 del 200913 y 382 del 201014 en los cuales afirma que en el territorio colombiano 
35 comunidades indígenas se encuentran en grave riesgo de extinción física y cultural, y esto 
genera aún más preocupación teniendo en cuenta el desconocimiento la realidad etnográfica del 
país que incluye procesos que se desarrollan al margen de las cifras oficiales. 
Después de exponer las normas vigentes y los antecedentes legales en materia de patrimonio y sus 
inconvenientes en la aplicación es particularmente importante establecer tres situaciones fácticas 
que permitan ilustrar la situación que enfrentan los pueblos indígenas en el momento actual.  
El caso de los Nonuya del Amazonas, los Cofán en el Putumayo y los Embera katío en el Chocó 
son ejemplos paradigmáticos de la pugna que existe entre una concepción de desarrollo 
                                                          
13 Corte Constitucional. (26 de enero de 2009) Auto 004 de 2009. [MP Manuel José Cepeda Espinosa]. 




promovida por el Estado y los reclamos de las comunidades que sufren sus avasalladoras 
consecuencias.  
IDENTIDADES EN DISPUTA: REIVINDICACIONES DE LOS PUEBLOS. 
 
LOS NONUYA: CUSTODIOS DE LA MEMORIA COLECTIVA 
 
En la Nación habitan 102 pueblos indígenas, cada uno con sus propias cosmovisiones y 
manifestaciones, uno de los rasgos identitarios que particularizan a los pueblos es su lengua, que 
se prolonga de generación en generación a través de la tradición oral. La Unesco resalta el valor 
intrínseco del lenguaje, pues, “en los últimos diez años han desaparecido más de cien lenguas; 
otras 400 están en situación crítica y 51 son habladas por una sola persona.  En Colombia, la 
Unesco tiene registradas 68 lenguas en peligro de desaparecer, de las cerca de 2500 que hay en 
alerta roja en el mundo” (Consejo Regional Indígena del Cauca, 2016). 
 
Dentro de la variada geografía del territorio nacional, que era un paso obligado para las distintas 
tribus amerindias, se extiende una gran gama de lenguas, precisamente por los distintos pisos 
térmicos; tres cordilleras que atraviesan el país y dos océanos, hacen tan variados los factores 
lingüísticos.   
 
Son entre 67 y 70 las lenguas a lo largo del territorio colombiano, protegidas con un aire de 
revitalización, que es amparado en el artículo 10 de la constitución política de 1991. ("El castellano 
es el idioma oficial de Colombia. Las lenguas y dialectos de los grupos étnicos son también 
oficiales en sus territorios. La enseñanza que se imparta en las comunidades con tradiciones 
lingüísticas propias será bilingüe".) Son 13 los grupos lingüísticos que se pueden clasificar, sin 
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desconocer 8 lenguas aisladas de dudosa procedencia, puesto que no tienen una raíz en las distintas 
lenguas amerindias.   
El conflictivo contexto social de los territorios indígenas ha implicado el descenso de los 
interlocutores de las lenguas; en más de la mitad de los casos el número de hablantes no supera los 
mil. 
Desde 1492 la corona española, en cabeza de Fernando II de Aragón e Isabel I de Castilla, 
auspiciaron el aprendizaje de dichas lenguas entre lo que sería una especie de escuadrón 
eclesiástico, encargado a distintas ordenes de la iglesia católica, (jesuitas, franciscanos y san 
agustinianos) para que así la interacción entre el viejo y nuevo continente, permeara a fondo en lo 
que fue hasta entonces la idiosincrasia indígena y su cosmovisión, impartidas a través de sus 
lenguas.  
La lengua de una cultura, es la forma en la que una colectividad representa su entorno, asimila sus 
creencias y hace un legado cultural que se va heredando a través del tiempo, más que una 
articulación de sonidos, es la descripción de la cosmovisión de años y años de interrelación con el 
entorno en el que habitan. 
En 1550, Jiménez de Quesada, empieza hablar y a promover la unificación lingüística del país bajo 
una sola lengua oficial, que sería el castellano, las lenguas aborígenes se dejarían de enseñar, 
extinguiendo así la posibilidad de que el legado cultural, inmaterial e histórico de las tribus 
precolombinas, se hubiese extendido hasta nuestros tiempos con sus conocimientos ancestrales. 
Mucho tiempo después, en 1819 el propio Simón Bolívar, dictaminaría que cualquier lengua 
indígena se dejaría de aprender oficialmente y solo tendría validez entre sus hablantes. 
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Constituyendo así otra negación histórica al legado cultural de los pueblos nativos (Echeverri & 
Cruz, 2016). 
La amenaza lingüística no es únicamente atribuible a las políticas públicas, se relaciona también 
al desdén de la academia hacia los saberes ancestrales, en el siglo XVII se impartían clases de 
lenguas nativas en las escuelas públicas. 
Resulta obvio que, si las políticas públicas para preservar y promover la integridad de la nación, 
como la tradición ancestral indígena flaquean a la hora de la práctica, por diversos factores, es 
mucho más endeble en el sistema académico nacional. Es de carácter obligatorio el aprendizaje de 
lenguas extranjeras, pero se desconoce por completo la enseñanza de las lenguas nativas. 
Se hace evidente entonces, que existe una plataforma política en Colombia que permita el 
intercambio cultural con los pueblos indígenas y que es completamente desconocida su sabiduría 
dentro del campo académico. 
El desconocimiento de las tradiciones y expresiones orales limita el alcance de protección étnica 
normativa, es paradójico establecer constitucionalmente áreas de territorio a favor de las 
comunidades o brindar autonomía en la jurisdicción cuando el Estado es incapaz de establecer 
lazos más allá de los formales; para el caso, la lengua es el sustrato del patrimonio inmaterial de 
los pueblos. 
 
La muerte de un idioma conduce inevitablemente a la pérdida definitiva de tradiciones y 
expresiones orales. No obstante, esas mismas expresiones orales y su recitación en 
público son las que más contribuyen a salvaguardar un idioma, más que los diccionarios, 
las gramáticas o las bases de datos. Las lenguas viven en las canciones, relatos, acertijos y 
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poesías, y por eso la protección de los idiomas y la transmisión de tradiciones y 
expresiones orales guardan una estrecha relación entre sí. (UNESCO, 2018) 
Múltiples factores ponen en riesgo la permanencia en el tiempo de las lenguas, el crecimiento 
urbano, el desplazamiento, difusión imperante de medios occidentales, entre otros factores. El 
futuro de los pueblos se torna perecedero en tanto su lenguaje ocupa un papel secundario en las 
iniciativas gubernamentales. Uno de los pueblos que resisten la homogenización lingüística es el 
Nonuya. 
El nonuya es una de las tres lenguas sobrevivientes de la familia lingüística witoto, que 
también incluye el uitoto (aprox. 3 500 hablantes) y el ocaina (aprox. 50 hablantes). Las 
tres lenguas están todas en peligro, en diferentes grados: el uitoto es «vulnerable», el 
ocaina está «definitivamente en peligro» y el nonuya está «críticamente en peligro», 
según información de unesco (2014). (Echeverri & Cruz, 2016, p. 137) 
Sin embargo, haciéndole frente a la situación, emprendieron la tarea de documentar la lengua en 
lo que se ha convertido en un ejemplar esfuerzo por revitalizar los procesos lingüísticos 
comunitarios. 
La marginación del pueblo nonuya se remonta a la época de explotación cauchera en el territorio 
colomboperuano, su población fue notoriamente diezmada durante la segunda década del siglo 
XX. Esclavizados, torturados y asesinados, junto con otros grupos indígenas de la zona, por 
agentes de la Casa Arana, víctimas de epidemias y enfermedades, y forzados a desplazarse y 
reasentarse hacia el río Putumayo y la Amazonia peruana en la segunda década del siglo xx 
(Echeverri & Cruz, 2016). 
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De esos nonuyas desplazados regresaron solo dos hombres que se casaron con mujeres de otros 
grupos indígenas. Sus descendientes perdieron la lengua paterna y adoptaron las de la zona, como 
el andoque, el muinane y el español, que es impartido en la escuela (Ministerio de Cultura, 2017). 
La Chorrera, territorio localizado en el Departamento del Putumayo, fue el lugar donde ocurrió 
una de las más grandes matanzas e inicio de una de las más despiadadas guerras contra los 
indígenas que habitaban en él, la Casa Arana y el conflicto colombo-peruano se edificó bajo la 
explotación continua del caucho que origino el holocausto de más de cuarenta mil indígenas 
(Hurtado, 2003). 
La industria fortalecida bajo la extracción de la resina del árbol de la siringa desencadenó el 
desplazamiento de las comunidades Uitoto de diversas etnias a territorios desconocidos como el 
peruano (entre ellas los nonuya), la violación constante a las mujeres y niñas, el trato 
deshumanizado hacia hombres y mujeres en las labores para la extracción del caucho, las 
torturas, amenazas, la imposición del lenguaje y religión, la obligatoriedad de desconocer su 
memoria ancestral y los asesinatos masivos llevaron a la desaparición de muchas cosmovisiones 
indígenas, Anastasia Candre Yamakuri relata la historia de su familia: “desde la llegada de los 
bárbaros caucheros, todo se cambió; embolataron nuestra memoria ancestral y la de nuestros 
hombres, la de nuestra gente y la de todas las comunidades, los siringueros cambiaron nuestra 
vida y cambiaron el ritmo del trabajo, la cotidianidad de la tradición y la cultura. Cambiaron 
nuestros nombres tradicionales ancestrales” (Steiner, Páramo, & Pineda., 2015) 
Actualmente este evento es visto y reconocido por los pueblos indígenas como uno de los más 
grandes genocidios después del encubrimiento de América, entendida como aquella acción de la 
Europa conquistadora y dominante que encubrió los desarrollos y adelantos de las culturas 
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aborígenes (Zea, 1986), que ha desconfigurado la historia y memoria de las comunidades 
aborígenes de Colombia.  
 
La Organización Nacional de los Pueblos indígenas de la Amazonía Colombiana – OPIAC, ha 
señalado con gran descontento las graves consecuencias que dejo el conflicto colombo-peruano y 
el aprovechamiento del caucho, reiteran que ni el gobierno británico ni el español ni el 
colombiano aceptan su responsabilidad ni piden perdón por los hechos que perjudicaron y 
exterminaron a más de 700.000 indígenas, lo cual afectó la existencia de sus saberes y su 
relación con el mundo, aún se menciona el hecho como uno de los sucesos emblemáticos que 
justifican y mantienen vigente la lucha indigenista en América Latina.  
“[…] la casa Arana llegó a ser propietaria de 5.872 kilómetros cuadrados, que se 
extendían en el occidente desde el rio Tamboryacu hasta el sitio donde el río Caguán 
desemboca en el Caquetá, que servía de frontera norte, hasta su confluencia con el 
Cahuinari, y recorría parte del Putumayo y su límite sur estaba conformado por la casi 
totalidad del río Yaguas, cubriendo así territorios que desde 1922 pertenecían más a 
Colombia que al Perú” (Peña & Samacá., 2012, p. 377) 
“El proceso de revitalización de la lengua se gestó en la comunidad de Peña Roja, hacia 1992 se 
lograron particularizar a tres hablantes dentro de lo que en el pasado fue la Casa Arana y sus 
proximidades. Se recopilaron cantos, historias, cuestionarios de léxico, conversación y demás 
elementos que se convirtieron en insumo para los investigadores Juan Álvaro Echeverri y Jon 
Landaburu”. (Ministerio de Cultura, 2017) 
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Dentro del informe (Echeverri & Cruz, Agonía y revitalización de una lengua y un pueblo: Los 
Nonuya del Amazonas, 2016) se narra cómo se retomó el proceso de recuperación a inicios de la 
década de 1990 en Peña Roja, dentro del Resguardo Indígena Nonuya de Villa Azul con la 
contribución de Mamerto Ríos (en Leticia), Humberto Ayarce (en Puerto Arica, río Putumayo), y 
Rafael Grande (en la banda peruana del río Putumayo). Vale la pena decir que no es el primer 
intento de salvaguarda de la lengua pues luego del holocausto cauchero Julio Nonuya (clan 
Mochilero), Oliverio Rodríguez y Kapohoi (los dos últimos del clan Gavilán) se reunieron con el 
mismo fin, el propósito encontró obstáculos con la muerte de Oliverio y Kapohoi. Luego, entre 
las décadas de 1960 y 1980, Mamerto Ríos lideró lo que podemos llamar el segundo intento de 
recuperación nonuya en Tarapacá, donde erigió una maloca y congregó a otros nonuya que 
estaban en la zona, proyecto que se frustró con la necesidad imperante de Mamerto por 
trasladarse a Leticia por motivos de fuerza mayor. 
  Todo el curso de los nonuya de Peña Roja da cuenta de la tenacidad de una comunidad en la 
restauración de su lengua. Hoy en día se está implementando la enseñanza de la lengua en la 
escuela, dos de los ancianos y dos de sus hijos adultos tienen una competencia oral básica en la 
lengua, y algunos otros tienen alguna competencia para entender (pasiva). El estudio presenta los 
cantos como vehículos fundamentales en la redención del nonuya. 
“El esfuerzo de los últimos veinte años de la comunidad, de los hablantes y de los investigadores 
ha hecho posible el registro de aproximadamente veinte horas de grabación, conservadas en 
valiosos documentos digitales, totalmente transcritos y traducidos. Con estos datos se pueden 
abordar estudios básicos de fonología y morfología. De hecho, gracias a ellos, ya se han 
comenzado a desarrollar algunos estudios de fonética fonología y lingüística comparada entre 
lenguas uitoto, ocaina y nonuya” (Echeverri & Cruz, 2016). 
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PUEBLO COFÁN: APROXIMACIÓN A LAS PLANTAS DE PODER. 
El pueblo indígena Cofan15, se localiza entre los municipios del Valle del Guamez, Orito y San 
Miguel en el departamento del Putumayo. En algunas de estas áreas, comparten su territorio con 
indígenas de las etnias nasa, katío y awa. 
Se ubicaron principalmente a lo largo de algunos ríos y afluentes del Putumayo y del sur del país 
como los ríos San Miguel y Guamez.  
Muchas de las comunidades, se asientan cerca de los centros urbanos de La Hormiga, San Miguel, 
Orito, Puerto Asis, y en el área de “La Punta” frontera con Ecuador. En este país, los Cofán, están 
distribuidos en las comunidades de Dureno, Dubwno, Sinangue, Umbakhe, Sábalo, Kuyabeno y 
Chandian (Ministerio del interior. República de Colombia., 2010). 
Los Cofán han sobresalido por sus prácticas y conocimientos ancestrales relacionados con su 
espiritualidad, conexión con la tierra y las manifestaciones con base al conocimiento de su entorno 
y del ambiente en el que habitan. 
La lucha por los derechos esta comunidad al igual que las demás de poblaciones aborígenes que 
se localizan en la Amazonía, ha sido primordial dentro de la agenda de la COICA – Coordinadora 
de las Organizaciones Indígenas de la Cuenca Amazónica –  que es una organización indígena que 
propende por la protección, promoción y seguridad de los derechos sobre sus territorios y de su 
población; esta organización ha liderado en reiteradas oportunidades la reivindicación de los 
derechos de quienes representa y ha cuestionado las políticas que amenazan su permanencia en el 
mundo y su cosmovisión. 
                                                          
15 También llamado Kofán o A’i. 
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Uno de los rasgos más característicos de los pueblos amazónicos es su estrecha relación con las 
plantas de poder, el uso de la ayahuasca es quizá una de las prácticas más arraigas culturalmente, 
su nominación viene del quechua y es lo que dentro de la botánica corresponde a la liana que se 
conoce con el nombre de Banisteriopsis caapi; a la planta se atribuyen propiedades medicinales y 
espirituales desde tiempos legendarios. Mientras que entre los shuar ecuatorianos se refieren a ella 
como natema, los taitas del Putumayo le dicen yagé (Sánchez & Bouso, 2015). 
 
La cosmovisión indígena tiene especial relación con la contemplación y experimentación del 
material vegetal que rodea a las comunidades; su principal enemigo fue la religión cristiana 
predominante en Colombia y de herencia colonial, que calificaba a los chamanes de brujos o 
hechiceros, de manera más reciente la evangelización fue sustituida por la ciencia occidental que 
mantuvo la etiqueta de superstición en el saber tradicional. Sin embargo, la ritualidad se ha 
mantenido, tal vez con sincretismo e incorporaciones culturales, pero conservando sus 
presupuestos básicos alrededor de la planta sagrada: el yagé. 
 
El carácter curativo del yagé proporcionó las herramientas para poder combatir las enfermedades 
que los aquejan, pero más allá de ello, los Cofan ven en el yagé, el testimonio vivo de sus 
ancestros, pues de esta manera se edifica el valor intrínseco de la memoria y la sabiduría 
ancestral junto al territorio que concibe la manera armónica de la vida (Sánchez & Bouso, 2015). 
 
El yagé representa una planta de poder por su potencial espiritual y trascendente, constituye un 
medio para alcanzar la armonía con la naturaleza y profundizar en el autoconocimiento en clave 
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de lo colectivo. Una lectura de introspectiva de sí mismo en sintonía con el entorno, requiere un 
esfuerzo por entender la verdadera esencia de la práctica. 
 
En 1994 los indígenas amazónicos fueron notificados de que una variedad de yagé había sido 
patentada el 17 de Junio 1984, bajo la referencia no. 5752 por el estadounidense Loren Miller. El 
hecho generó polémica dentro de múltiples sectores pues está visto que las patentes representan 
ingresos a favor de quien es titular a costa de los conocimientos tradicionales y los recursos 
indígenas. Casos similares de apropiación se han registrado antes, variedades vegetales de uso 
tradicional como la quinina, la quinua de los Andes, el Tepezcohuite de Chiapas, la Maca andina, 
(Delgado, 2004) han sido objeto de la devastadora ola de biopiratería emprendida por el norte 
global.  
La unión de Médicos Indígenas Yageceros de la Amazonía Colombiana –UMIYAC- a por la 
defensa de la medicina indígena y la Coica en asociación con la Confederación de 
Nacionalidades Indígenas de la Amazonia Ecuatoriana (Confeniae), iniciaron una campaña 
contra la patente, que fue demandada con la asesoría de organizaciones ambientales y legales, 
ganando en primera instancia en marzo del año 1999 (León., 2006). 
La disputa no se limitó a los términos jurídicos, sino que además declaró al señor Miller enemigo 
de los pueblos amazónicos, el caso es un emblema de la lucha por el patrimonio y de la 
autonomía de los pueblos, que sin duda alguna reafirman que su existencia no debe estar 
subordinada a ningún programa político de los gobiernos de turno ni a ningún propósito 
comercial de empresas privadas. La cruzada contra la biopiratería es una batalla legal, pero, 
sobre todo: ética. (De la Cruz, 2002) 
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En aquella ocasión Antonio Jacanamijoy Tisoy, coordinador general de la Coica, pronuncia estas 
palabras que recogen la indignación de los pueblos indígenas y significan el yagé como planta 
sagrada: “El otorgamiento de esta patente es un profundo insulto a más de 400 pueblos indígenas 
que habitamos en la cuenca amazónica, por cuanto es una planta sagrada utilizada para curar 
nuestros males, limpiar nuestros espíritus y predecir nuestro futuro. La ayahuasca pertenece a 
todas nuestras comunidades que la usamos y por ello es imposible que pueda ser de propiedad de 
un solo hombre”. (Jacanamijoy A. , 2010, p. 53) 
En principio, la razón de la revocatoria de la patente fue una publicación impresa de la 
Universidad de Michigan que describía la variedad de yagé patentada con anterioridad a la 
atribución de los derechos de propiedad a favor de Loren Miller, pues conforme a la ley 
estadounidense para que un descubrimiento o invención pueda ser patentado no debe existir reseña 
alguna que date de una fecha superior a un año. 
Llama la atención que la motivación de la revocatoria no fue el respeto al conocimiento de los 
pueblos sino una talanquera de carácter formal promovida por el poder legislativo 
estadounidense, lo que pone en evidencia la falta de compromiso de ese gobierno con las causas 
étnicas y ambientales y ratifica la posición de rechazo frente al Convenio sobre la Diversidad 
Biológica de 199216que estableció una normatividad que entre otras cosas involucra el respeto 
por la sabiduría ancestral y sus usos locales. 
                                                          
16 El Convenio sobre la Diversidad Biológica (CDB) es un tratado internacional jurídicamente vinculante 
con tres objetivos principales: la conservación de la diversidad biológica, la utilización sostenible de sus 
componentes y la participación justa y equitativa en los beneficios que se deriven de la utilización de los 
recursos genéticos. Se caracteriza por ubicar la diversidad biológica dentro de los intereses comunes de 
la humanidad y es transversal a todas las formas de vidas y sus posibles dominios, en ese sentido abarca 
también temas relativos a biotecnología. El CDB es considerado el instrumento internacional por 
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Este suceso ejemplariza la brecha que existe en el entendimiento de propiedad intelectual entre el 
norte y el sur global y el contraste que existe entre una lógica comunitaria emergente de los 
pueblos y el individualismo imperante en occidente; frente a este punto La Coica ha manifestado 
“los pueblos indígenas no estamos en contra de compartir nuestros conocimientos sobre las 
plantas y sus cualidades curativas con otros pero queremos que sea de una manera leal que 
respete nuestros conocimientos como algo colectivo, el cual tenemos derecho de negar o 
compartir. Igualmente queremos tener derecho en la participación de los beneficios por el uso 
comercial de nuestros conocimientos y de la diversidad biológica y genética existente en 
nuestros territorios” (Jacanamijoy A. , 2010, p. 53). 
Es el afán por exotizar lo diferente que ha llevado al ser occidental a banalizar los usos del yagé 
al punto de considerarlo como un simple alucinógeno con fines recreativos, esto ha generado un 
problema adicional, ya no asociado con la propiedad, aunque aparentemente son dos aristas 
distintas, se enmarcan dentro de la misma matriz de poder colonial, resulta entonces inapropiado 
considerar a la ayahuasca como una droga pues “se desliga a la planta de los requisitos para su 
consumo: sin ayahuasca no hay ceremonia y sin ceremonia no hay toma de ayahuasca. Son dos 
aspectos indisociables como lo serían, en una misa cristiana, el vino del ritual de la eucaristía. 
Estudios científicos han demostrado que la ayahuasca no se comporta neurobiológicamente 
como una droga de abuso, ni las personas que la toman cumplen con los indicadores que, de 
acuerdo con la evidencia, se utilizan para determinar patrones de uso problemático de otras 
sustancias.” (Sánchez & Bouso, 2015, pág. 5) 
                                                          
excelencia para estimular el desarrollo sostenible. Fue suscrito el 5 de junio de 1992 en el marco de la 





El otorgamiento de la patente no es un hecho aislado sino el resultado de una lógica de 
usurpación que se replica a lo largo del tiempo pues los saberes ancestrales de los pueblos 
indígenas han sido de gran interés para la cultura occidental y la industria farmacológica.  
La cultura hegemónica encuentra en las experiencias nativas una fuente de lucro que se encubre 
bajo la idea de desarrollo; su posterior revocatoria resulta indiferente si se tiene en cuenta que 
todo el sistema hegemónico impulsa el discernimiento entre lo caduco y lo novedoso dentro de 
los cánones de utilitarismo propios de este tiempo. Patentar materias orgánicas y monopolizar la 
medicina ancestral han sido procesos no consultados y atropellos directos contra el derecho a la 
libre determinación que parece un enunciado menor en relación con el avasallador ideal de 
progreso.  17 
 
En todos los casos, los conocimientos tradicionales pasan oralmente entre generaciones y no hay 
registro escrito de tal conocimiento. Algunas veces éste es compartido por varias comunidades y 
es ampliamente conocido (Acosta, 2004), sin embargo, luchan en contra de una civilización que 
propende por la privatización, la industrialización y la comercialización de los saberes 
tradiciones, transgrediendo el proceso de creación del conocimiento indígena que se edifica 
desde la perspectiva de la comunidad a pesar de un relato de la historia impuesto. 
Recientemente los representantes del pueblo Cofán se pronunciaron para desmentir al señor 
Alberto Varela, líder de una organización privada llamada Ayahuasca internacional quien afirmó 
                                                          
17 La película el Abrazo de la Serpiente de Ciro Guerra propone un retrato de la cuestión étnica en el 
amazonas a través de la búsqueda de la yakruna, un planta sagrada y las secuelas de la colonización en los 
pueblos nativos. Registra los abusos de los caucheros en la región y contrasta dos formas distintas de 
acercamiento la confrontación o el intercambio cultural. 
66 
 
contar con permiso de Querubín Queta Alvarado. máxima autoridad del pueblo Cofán para 
legitimar una actividad empresarial de mercadeo de la medicina ancestral. 
Dentro de la comunicación los taitas reafirman su papel de guardianes del remedio del Yagé, su 
carácter sagrado y la exclusividad de sus ceremonias, además señalan la irresponsabilidad de 
personas inescrupulosas que sin pertenecer a la comunidad utilizan la planta y ponen en riesgo la 
salud y la vida de quienes acuden en busca de sanación. 
 
Nosotros, como Autoridades Indígenas del Pueblo Cofán (A’I), nos pronunciamos 
públicamente en defensa de nuestra Tradición Ancestral, del uso responsable de nuestra 
Medicina Tradicional, de la Autoridad de nuestros Taitas y Mayores, y de la salvaguarda 
de nuestro Pueblo, además de la vida y la salud de las personas, que se ponen en serio 
riesgo al ser inducidos por personas no avaladas por ninguna de nuestras autoridades 
tradicionales, ni formadas en nuestra medicina tradicional y que recurren a actos 
mentirosos y fraudulentos como los del señor ALBERTO JOSÉ VARELA. quien merece 
ser investigado por las autoridades locales de cada país en el que suplanta nuestra 
autoridad y buen nombre de la medicina ancestral indígena en beneficio propio y de su 
lucrativo negocio y ya no comunitario como lo hemos hecho milenariamente (Putumayo, 
2015). 
La comunicación revela varias cosas: La primera el reconocimiento de la medicina tradicional 
específicamente del yagé como elemento identitario de la comunidad Cofán y baluarte de usos y 
costumbres, además se evidencia la identificación de instrumentos normativos en su defensa 
como los tratados internacionales, La Ley de Origen y Derecho Propio del Pueblo Cofán, el Plan 
de Vida y el Plan de Salvaguarda del Pueblo Cofán (A’I)  y la Ley 21 de 1991 (CONVENIO 169 
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de la OIT) esto conduce a un tercer elemento visible y es una estructura política sólida como 
grupo étnico que invoca sus propias fuentes de derecho y no únicamente a las procedentes del 
Estado. Ese tipo de integración habla de un diálogo horizontal y no jerárquico, esencia de la 
interculturalidad. 
LOS EMBERA KATIO Y EL DESPOJO TERRITORIAL 
 
La comunidad Embera Katío “se localiza en los departamentos de Córdoba sobre los ríos Sinú, 
Esmeralda y Rio Verde; en el noroccidente de Antioquia, donde se concentra el mayor número de 
su población; en el Chocó, sobre la carretera Quibdó - Medellín; también se encuentra en los 
departamentos de Caldas y Putumayo”. (Ministerio del interior. República de Colombia., 2010) 
“Parte de su territorio ancestral coincide con el Parque Nacional Natural de Paramillo, en los 
límites de los departamentos de Córdoba y Antioquia. Su población estimada es de 32.899 
personas. 
Los Embera Katío se asientan en caseríos y sus características culturales son similares a las 
encontradas para los Embera. En general los Embera se consideran como hombres de río –Embera 
Dobida- y como hombres de montaña –Embera Eyábida-, a estos últimos pertenecen los Embera 
Katio, los chamí y los indígenas Embera del Alto Andagueda. El rio, a lo largo del cual construyen 
sus tambos es además parte importante de su cosmovisión”. (Ministerio del interior. República de 
Colombia., 2010) 
 
Actualmente los Embera Katío protagonizan uno de los fallos emblemáticos de Restitución de 
tierras a favor de las comunidades étnicas del país, sin embargo, sigue en tela de juicio la garantía 
del retorno. Se trata del Resguardo de Tahami del Alto Andagueda, en Bagadó, Chocó, del cual 
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hacen parte 33 comunidades. La sentencia proferida por el Tribunal Superior de Antioquia 
Especializado en Restitución de Tierras amparó los derechos territoriales y descartó las 
oposiciones de las mineras interesadas en la explotación de la zona. 
 
La providencia cobijó a 1420 familias que habitaban en cincuenta mil hectáreas, extensión que en 
su momento fue objeto de concesiones mineras por más del 63%, adicional a la recuperación de 
las zonas del resguardo explotadas se suspendió el trámite de las solicitudes de títulos mineros.  
La legislación colombiana en atención a las prácticas mineras ancestrales que se desarrollan en el 
Chocó integró al ordenamiento las Zonas de Minería ancestral indígena, que da prelación a las 
comunidades sobre los derechos mineros por encima de intereses privados. La licencia del Alto 
Andágueda a favor de los indígenas fue concedida mediante Resolución 8- 1704 del 29 de 
septiembre de 1996 en principio con un término de vencimiento de 16 años, a su cumplimiento fue 
prorrogada por otros 10 años. Pese a lo consignado en la ley, a partir de 2005 se dio en el Chocó 
la expansión de las concesiones mineras; este fenómeno junto con la constante amenaza por el 
conflicto armado desencadenó el desplazamiento masivo de muchos de los miembros de la 
comunidad. 
 
El desplazamiento forzado ha dejado un número elevado de víctimas en el territorio colombiano 
y las poblaciones indígenas han sido quienes más se han visto afectadas con este fenómeno de la 
guerra. En cuanto a la población indígena Embera Katio, la ONIC documenta la progesividad el 
fenómeno en un informe presentado en Septiembre de 2012 en donde se describen combates en 




“En Risaralda dos eventos produjeron que 1185 indígenas y 250 familias de los pueblos Emberá 
Katío y Chamí salieran de su territorio para proteger sus vidas y decidieran retornar sin garantías, 
ni acompañamiento por las instituciones responsables. En julio de 2012, un bombardeo entre el 
resguardo del Alto Andágueda, provocó el desplazamiento de más de tres mil indígenas hacia la 
comunidad de Aguasal en donde se toparon con una situación crítica de hacinamiento y de falta 
de alimentos. Según cálculos recientes, la ONIC anunció que, debido al intenso conflicto 
armado, en 2012, se registraron 44 eventos de desplazamiento masivo en Colombia, que 
obligaron a dos mil 722 familias, integradas por doce mil 304 personas, a abandonar sus 
viviendas. Esto principalmente en los departamentos de Cauca y Nariño .En enero de este año, la 
ONIC presentó una denuncia ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) 
por el alto riesgo de exterminio físico y cultural en que se encuentran 66 pueblos indígenas, que 
representa el 62,7 por ciento de los 102 existentes en Colombia”. (ONIC, 2013). 
 
Los títulos mineros otorgados sobre el resguardo Andagueda derivan de un acuerdo celebrado 
entre la AngloGold Ashanti Colombia SA, Glencore Colombia SAS y Continental Gold Ltda. 
Sucursal Colombia, frente a estos hechos los Emberá Katío solicitan ante el Tribunal Restitución 
de Tierras en Quibdó, la medida cautelar tendiente a que se suspendan las concesiones mineras 
otorgadas en el pasado y se supriman las solicitudes en curso, medida que fue avalada por el 
Tribunal de Antioquia al pronunciarse sobre el asunto. En ambas ocasiones los jueces hicieron 
hincapié en el sobrecogedor contexto en el que se encontraban la comunidad cuando fue 




El Tribunal de Restitución de tierras de Antioquia mediante sentencia del 30 de enero del 2013 
advirtió como amenazas para la supervivencia física y cultual de los pueblos Emberá Katío los 
títulos mineros, incluso dentro del caso no se descarta una alianza entre grupos armados y actores 
económicos para desplazar a los indígenas, despejando el camino para la ejecución de los 
proyectos en territorios ancestrales, motivados por los intereses comerciales que pululan 
alrededor de los recursos naturales, no es fortuito que la solicitud de títulos haya coincidido con 
la intensificación del conflicto armado en la zona. El desplazamiento es una de las circunstancias 
que obstruye el derecho al consentimiento previo, libre e informado sobre el territorio. 
 
En acogida al fallo los Emberá Katío declararon: “…estamos muy felices de ver como por fin el 
Estado empieza a reconocer por la vía judicial las enormes falencias que han existido a lo largo 
de los últimos 15 años en torno a la adjudicación de títulos mineros… sin cumplir con los 
criterios mínimos exigidos por las autoridades competentes, nuestro derecho a decidir nuestro 
propio desarrollo y al Derecho a la Consulta Previa y el Consentimiento previo libre e 
Informado.(…) Todos los actores armados se benefician de este perverso negocio, mientras las 
comunidades se hunden cada vez más en la miseria. Celebramos este fallo para el bien de las 
generaciones futuras del resguardo y para nuestra pervivencia como pueblo.” (Codhes, 2014) 
 
El fallo es emblemático y zanja la deuda histórica de la institucionalidad colombiana con el 
pueblo Embera katío cuya movilización en el Alto Sinú en contra del proyecto hidroeléctrico 
Urrá18 fue cercada cobrando además la vida de Kimy Pernía, el vocero de la resistencia Embera y 
                                                          
18 La hidroeléctrica Urrá es uno de los proyectos que se formulan como una iniciativa para favorecer el 
aprovechamiento de recursos naturales y se inscribe en el lenguaje del desarrollo en términos 
hegemónicos. Particularmente en la región de Córdoba, dicha obra fortaleció la supremacía de élites en la 
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defensor del Alto Sinú, región que al igual que Bagadó es un punto estratégico para grupos al 
margen de la ley, pues comunica el bajo Cauca, el sur de Córdoba, Antioquia con las rutas de 
salida al mar. 
El Tribunal manifestó que no hubo ningún intento de consultar sobre las exploraciones, o potencial 
explotación, y mucho menos sobre en qué condiciones esto podría realizarse en el territorio de los 
Emberá Katío (CINEP/PPP, ABColombia, & Tierra Digna, 2015). 
 
Una de las razones que no ha permitido concretar retorno de los Embera Katío a su tierra es la 
falta de efectividad del enfoque diferencial étnico dentro de las instituciones. una victoria judicial 
resulta un avance ínfimo si no va acompañada de acciones encaminadas a hacer efectivo el fallo. 
 
“La falta de enfoque diferencial étnico se ha evidenciado en las otras cuatro sentencias que tiene 
que ver con el Consejo Comunitario Renacer Negro en Timbiquí, Cauca, por 70.149 hectáreas y 
739 familias; del Resguardo Dóvida Dogibi en Ungía, Chocó, por 3418 y 16 familias; y de la 
Comunidad Nuevo Espinal de la comunidad Wayúu en Barrancas, La Guajira, por 381 hectáreas 
y 37 familias.” (CINEP/PPP, ABColombia, & Tierra Digna, 2015) 
 
                                                          
costa Atlántica cuyos intereses confluyeron con la escalada de los grupos armados en el territorio 
circundante a la cuenca del río Sinú. Los terratenientes de la zona se valieron de muros de contención o 
presas de riego para extender sus áreas de dominio. Las consecuencias son de tipo ambiental y social, 
abarcan desde alteración en la cadena trófica por la intervención del río hasta desplazamiento de las 
comunidades. La voz de Kimy Pernía fue silenciada por grupos paramilitares. Este caso ilustra la 
situación de minorías en Colombia que son amenazadas por distintas en las circunscripciones más 




La Corte Constitucional en sentencia C-891 del 2002 cita el juicio que formula el antropólogo 
Rodolfo Stavenhagen Gruenbaum en torno a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas:  
“Un tema fundamental en la definición de los pueblos indígenas es la relación de éstos con la tierra. 
Todos los estudios antropológicos, etnográficos, toda la documentación que las propias 
poblaciones indígenas han presentado en los últimos años, demuestra que la relación entre los 
pueblos indígenas y la tierra es un vínculo esencial que da y mantiene la identidad cultural de estos 
pueblos. Hay que entender la tierra no como un simple instrumento de producción agrícola, sino 
como una parte del espacio geográfico y social, simbólico y religioso, con el cual se vincula la 
historia y actual dinámica de estos pueblos.”  
 
“La mayoría de los pueblos indígenas en América Latina son pueblos cuya esencia se deriva de su 
relación con la tierra, ya sea como agricultores, como cazadores, como recolectores, como 
pescadores, etc. El vínculo con la tierra es esencial para su auto identificación. La salud física, la 
salud mental y la salud social del pueblo indígena están vinculadas con el concepto de tierra. 
Tradicionalmente, las comunidades y los pueblos indígenas de los distintos países en América 
Latina han tenido un concepto comunal de la tierra y de sus recursos.”(Corte Constitucional. (22 
de Octubre del 2002) Sentencia C-891 del 2002. [MP. Jaime Araujo Rentería  
 
La Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido en reiteradas 
ocasiones la importancia del respeto de la propiedad colectiva de las comunidades indígenas, pues 
es necesario que los Estados pasen de un reconocimiento abstracto del derecho de propiedad 
colectiva de las comunidades a adoptar medidas eficaces y concretas para convertirlo en reales y 
efectivas, es así como comprende, que para las poblaciones aborígenes la tradición se cimenta en 
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una forma comunal de la propiedad  de la tierra, en el sentido en que la pertenencia de esta no está 
en cabeza en un individuo sino en el grupo y su comunidad.  
 
Hay que decir que los fallos no necesariamente son una garantía de que la afectación a los pueblos 
cese, por ejemplo; La CIDH condenó al estado de Paraguay por menoscabar la propiedad colectiva 
de la comunidad indígena Xákmok Kásek. La resolución involucra restitución de tierras, asistencia 
en salud, instalaciones sanitarias y agua, además de prever una indemnización.  Otro de los casos 
emblemáticos de omisión de las sanciones jurídicas se da en Ecuador, en donde la explotación 
petrolera emprendida por la Chevron ha dejado devastadores consecuencias en los ecosistemas 
amazónicos, y mediante mecanismos dilatorios ha evadido su responsabilidad sobre los daños 
ambientales ocasionados  
La estrecha relación que los indígenas mantienen con la tierra debe ser reconocida y 
comprendida como la base fundamental de sus culturas, su vida espiritual, su integridad y 
su supervivencia económica. Para las comunidades indígenas la relación con la tierra no es 
meramente una cuestión de posesión y producción sino un elemento material y espiritual 
del que deben gozar plenamente, inclusive para preservar su legado cultural y transmitirlo 
a las generaciones futuras. (Sentencia C-891/2002 MP Jaime Araujo Rentería) 
 
Los miembros de la comunidad Embera Katío del Alto Andagueda frente a este ambiente 
desolador y de olvido, optaron por dejar su territorio y dirigirse a los cascos urbanos con el fin de 
buscar unas mejores condiciones de vida, pues para ellos es claro, que es la tierra o su territorio lo 
que les proporciona los recursos esenciales para su subsistencia y supervivencia. 
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“Somos Embera. Venimos de la naturaleza, somos hijos del agua, del okendo, de nuestra madre 
tierra, por eso la defendemos. Somos pueblos indígenas con historia y cultura propia, somos del 
territorio, de la naturaleza, tenemos gobiernos propios, lenguas propias y tradiciones ancestrales, 
nos alimentamos de la selva, de la montaña y de lo que cultivamos, somos verdaderos y auténticos 




EL DIÁLOGO DE LAS IDENTIDADES, UN PROYECTO EN 
CONSTRUCCIÓN. 
 
En este punto vale la pena situar en el centro de la discusión la pregunta por los elementos 
comunes y así mismo las divergencias en los procesos que protagonizan los Cofán, los Embera 
Katío y los Nonuyas.  
Las tres situaciones comparten un espacio de fuerte vocería política en la reivindicación de los 
derechos indígenas emergentes de la propia iniciativa comunitaria. Los Cofán se organizaron a 
través del COICA, Los Embera a través de la Guardia Indígena y los Nonuyas por medio de la 
OPIAC, lo que da cuenta de un primer punto que es esencial para reforzar la idea de que es 
posible pensar una epistemología del sur, Boaventura de Sousa (2010)la define como “el reclamo 
de nuevos procesos de producción y de valoración de conocimientos válidos, científicos y no 
científicos, y de nuevas relaciones entre diferentes tipos de conocimiento, a partir de las prácticas 
de las clases y grupos sociales que han sufrido de manera sistemática las injustas desigualdades y 
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las discriminaciones causadas por el capitalismo y por el colonialismo”, por supuesto que parte 
del reclamo por  una comprensión amplia del mundo fuera de lo occidental supone el 
fortalecimiento de instituciones y autoridades creadas por los sectores históricamente 
marginados. 
Siguiendo la misma línea argumental, la condición de epistemicidio también es transversal a los 
tres escenarios caracterizados; se puede visibilizar en el escenario de la representación de poder 
del Estado a través de la imposición de un idioma oficial como mecanismo para implantar una 
cultura hegemónica, y construir una monocultura; la adjudicación de tierras para proyectos 
mineros es otra forma de implantación de una agenda neoliberal por encima de los intereses de 
las comunidades así como el otorgamiento de patentes sobre saberes ancestrales.  
El epistemicidio es definido como la destrucción de conocimientos propios de los pueblos 
causada por el colonialismo europeo (Santos B. d., 2010). 
 
El despojo del que han sido víctimas los indígenas abarca desde la usurpación de tierras –que 
significa no solo la negación al derecho de la propiedad colectiva sino también de la gama de 
derechos derivados de las cosmovisiones que vinculan estrechamente la espiritualidad del pueblo 
con su territorio- hasta la apropiación de su fuerza de trabajo, pasando por la usurpación del 
conocimiento tradicional y anulación del lenguaje. 
 
Esta lógica de degradación  se alimenta en primer lugar de la tradición de civilizaciones rotas por 
la conquista además del  predominio de un modelo económico que le da un lugar privilegiado al 
mercado en las relaciones, situándolo  como regulador social, la noción del individuo-ciudadano 
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como el átomo constituyente del cuerpo político,  desconoce una de las  características típicas de 
los grupos étnicos: el pensamiento colectivo, y la distinción fundante de lo político entre lo 
público y lo privado, significa entre otras cosas, la imposición de instituciones y usos normativos 
completamente ajenos a la naturaleza de los indígenas. Es así como se configura un escenario de 
disputa originado en las reglas de juego concebidas desde los valores liberales, que en un 
esfuerzo por encarnar lo universal descalifican otros modos de entender la vida. 
 
El problema planeado en la monografía sugiere necesariamente una definición de la 
interculturalidad entendida como una opción alternativa al multiculturalismo, lo que remite a 
esbozar ciertas precisiones entre un escenario y otro para explicar la pertinencia de su 
incorporación en la construcción de un pacto social verdaderamente plural y democrático 
pensado desde el sur.  
Las políticas multiculturales encuentran sus cimientos en la concepción de la tolerancia ilustrada 
como virtud ética de lo público y el principio de diferencia del liberalismo político. Tolerancia 
proviene etimológicamente del latín “tollere” que significa soportar. En términos materiales 
equivale a no asumir como absolutas las creencias propias, se refiere a la capacidad de soportar 
las diferencias y compartir las semejanzas.  
El multiculturalismo anglosajón como política pública operativiza la tolerancia ilustrada. 
Incorpora a los diferentes como interlocutores válidos en el debate público asegurándoles 
equidad en el ejercicio de los derechos reconocidos jurídicamente. Es un paso importante, de 
incorporación de las voces soslayadas a la deliberación común (Arias-Schreiber, 2002) 
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La noción de ciudadanía se transforma de un universal abstracto (sociedad griega) hacia un 
reconocimiento formal propio del contexto ilustrado que involucra políticas inclusivas de lo 
diferente.  Junto con las democracias liberales modernas surgió la tarea de mantener la vigencia 
de la tolerancia y la individualidad como tesis del modelo, sin embargo, dicho propósito 
encuentra sus límites en un conglomerado social que se conforma por múltiples culturas de base 
que convergen en el Estado-nación, sin que exista una cultura política pública común que 
permita hablar de consenso, de ahí que las políticas multiculturales sean un esfuerzo insuficiente.  
Afirma Dussel (2003) que la tolerancia acarrea cierta indiferencia frente al otro, es una actitud 
pasiva que se desentiende del subalternizado 
Slavoj Žižek (1998) critica con agudeza el orden multicultural consolidado sobre la tolerancia 
liberal aduciendo que: “en el multiculturalismo existe una distancia eurocentrista 
condescendiente y/o respetuosa para con las culturas locales, sin echar raíces en ninguna cultura 
en particular… el multiculturalismo es una forma de racismo negada, invertida, autorreferencial, 
un ‘racismo con distancia:’ ‘respeta’ la identidad del Otro, concibiéndolo como una comunidad 
‘auténtica’ cerrada hacia la cual él, el multiculturalista, mantiene una distancia que se hace 
posible gracias a su posición universal privilegiada”(p. 22). 
Las políticas multiculturales además de estar inspiradas en el ideal ilustrado de la tolerancia, 
buscan materializar los principios de igualdad y diferencia propios del liberalismo político. La 
educación compensatoria, las cuotas étnicas, raciales o de género, buscan equilibrar las 
oportunidades -en términos cuantitativos- para las minorías históricamente marginadas con 
medidas antidiscriminatorias. Es innegable que constituyen un avance para acortar brechas 
sociales, no obstante, su alcance es transitorio y paradójicamente no promueven una cultura 
política de integración (Arias-Schreiber, 2002). 
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La apología multicultural tiene la característica de homogeneizar a los pueblos, y es un hecho 
que cada comunidad posee particularidades demarcadas por factores biológicos, así como un 
organigrama social y determinados estamentos; no todos los pueblos vivencian la etniticidad de 
una misma forma y su participación dentro de la nación está signada por sus intereses. No todos 
los indígenas asumen de la misma forma las normas, de modo que imponer una regulación ajena 
a sus percepciones no solo resulta arbitrario para la comunidad, sino que además pone en tela de 
juicio la legitimidad del ordenamiento jurídico.  
Así como el examinar las singularidades de los pueblos es un trabajo valioso, resulta 
fundamental fijar aquellos puntos comunes que comparten los sectores subalternizados pues en 
estos puede hallarse el advenimiento de un proyecto integrador. 
En América Latina la interculturalidad se gesta como respuesta al agotamiento del proyecto 
moderno, a la imposición cultural y a la incapacidad de los estados nacionales de manejar los 
conflictos de las identidades.  Etxeberria (2001) explica este proceso desde dos perspectivas 
distintas “[…] desde el exterior, el fenómeno de la globalización en sus dimensiones económica 
y cultural –e indirectamente política– está debilitando tanto su soberanía política y económica 
como su cohesión cultural. Desde el interior, la reivindicación de los derechos etnoidentitarios de 
grupos específicos –unos históricos en el Estado (a veces originarios, como los indígenas), otros 
de reciente inmigración– está amenazando su supuesta unidad cultural y en ocasiones su unidad 
política “(p. 3) 
En ese marco se encuadran dos fenómenos simultáneos, por un lado, la extinción de las lenguas, 
cosmovisiones y prácticas propias de comunidades nativas y por el otro, el surgimiento de 
complejos procesos de hibridación cultural y de manera especial, el resurgimiento y 
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fortalecimiento de las identidades étnicas (Arias-Schreiber, 2002).  Los movimientos sociales 
etnoidentitarios cobran cada vez más fuerza en el mundo actual.  No es gratuito que América 
latina se perfile como nicho del pensamiento crítico decolonial, con contribuciones teóricas y 
políticas cuyo origen se da en las regiones, en conjunto con aquellas colectividades consideradas 
tradicionalmente como cuna del análisis coyuntural como la academia y las universidades.  
El tránsito hacia el activismo étnico es descrito por Castells (2001) como producto de la 
interrelación en la cual aquellas identidades en resistencia- movimientos etnoidentitarios, 
abandonan tal condición de supervivencia y avanzan hacia una redefinición de su posición social 
que ha sido determinada en el pasado por identidades legitimadoras.  
Arturo Escobar  (2016) enuncia aquellas tendencias notables del pensamiento crítico 
latinoamericano: “las críticas a la modernidad y a la teoría decolonial; los feminismos 
autónomos, decoloniales, y comunitarios; la diversa gama de debates ecológicos y de economías 
alternativas, incluyendo la ecología política, la economía social y solidaria (ESS), las economías 
comunales; las posiciones autonómicas; otras y nuevas espiritualidades; y las diferentes 
propuestas de transiciones civilizatorias, el posdesarrollo, el Buen Vivir, y el post-
extractivismo.” La interculturalidad es la atmósfera perfecta para pensar el pluriverso; se encauza 
en el tránsito de la tolerancia ilustrada hacia una ética del reconocimiento y del principio de 
diferencia hacia una hermenéutica del diálogo; estas diferencias teóricas resultan indispensables 
para entender el enfoque intercultural más allá de la retórica. El reconocimiento comprende un 
encuentro de identidades y a su vez un enriquecimiento recíproco que solo se da en la medida en 
que las valoraciones frente al otro trasciendan las experiencias propias.  
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Cristóbal Gnecco (2011) realiza una reflexión importante que puede ilustrar de manera muy 
precisa la diferencia entre el arquetipo colonial, el multiculturalismo y la interculturalidad: 
“Imagino tres posibilidades distintas (excuso de antemano este ejercicio de acomodación). Una, 
preferida por el humanismo –ese residuo renacentista que promete recuperar el tiempo perdido 
de la igualdad, la libertad, el bienestar y la justicia, sacrificados sangrientamente en el altar del 
capitalismo–, imagina un mundo de iguales en el cual las semejanzas (deseadas y construidas 
desde universales categóricos) primarán sobre las diferencias (identificadas y eliminadas desde 
esos mismos universales). Otra, preferida por el multiculturalismo (el del Estado y el de muchos 
movimientos sociales), imagina un mundo de diferentes (separados); las diferencias también son 
deseadas y construidas desde universales categóricos. La tercera, la vía intercultural, promueve 
la diferencia, pero sin destrozar los consensos mínimos que hacen posible la vida en común; 
promueve la tramitación y el diálogo entre las culturas, los entendimientos por encima de los 
atrincheramientos” (p. 124)  
Pensar lo intercultural representa un primer esfuerzo por cambiar la representación del 
colonizado, de qué manera los pueblos colonizados se representan a sí mismos sin que medie la 
experiencia colonial (Mignolo, 1995), una narración desde las comunidades dinamiza las luchas 
y las empodera como movimientos autónomos.  
Es el autonomismo uno de los pilares del pensamiento crítico latinoamericano, Arturo Escobar 
(2016) lo define como una “fuerza teórico-política que surge de la activación política de la 
existencia colectiva y relacional de una gran variedad de grupos subalternos – indígenas y 
afrodescendientes, campesinos, pobladores de los territorios urbanos populares, jóvenes, mujeres 
solidarias. Es la ola creada por los condenados de la tierra en defensa de sus territorios ante la 
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avalancha del capital global neoliberal y la modernidad individualista y consumista (…) es una 
teoría y práctica de la inter-existencia, una herramienta de diseño para el pluriverso.”. 
Develar la relación entre la hegemonía y el neoliberalismo como se ha hecho anteriormente 
conduce a un paso obligado por la creación de un contrarelato que no puede escapar de la 
economía pensada desde las autonomías locales y regionales ni tampoco de la cosmogonía que 
incluye la armonía con la tierra: ecología política. 
La ecología política se encuentra en el momento fundacional de un campo teórico-práctico. Es la 
diversificación del pensamiento crítico y de la acción política. Partiendo de una crítica radical de 
los fundamentos ontológicos de la epistemología moderna, más allá de una política fundada en la 
diversidad biológica, en el orden ecológico y en la organización simbólica que dan su identidad a 
cada cultura, la ecología política viene a interrogar la condición del ser en el vacío de sentido y la 
falta de referentes (Leff, 2003) generada por la homogenización de la economía como fin y no 
como un medio. 
No se trata simplemente de reconocer un derecho o hacer un inventario sobre lo que diverge 
(aparentemente) en estas comunidades con la cultura occidental, sino de decantar la crítica hacia 
formas en donde se puedan hacer evidentes estrategias de sustentabilidad y sostenibilidad 
orgánica, y desde lo político, para mantener una verdadera independencia en el plano económico 
que defina la permanencia de una autenticidad cultural real. 
Es evidente que las diversas cosmogonías no resuelven su relación con la naturaleza ni por la vía 
de la valoración económica, ni por la asignación de normas ecológicas a la economía. 
Mantienen, por lo general, una relación de uso muy particular con los elementos naturales, antes 
que cualquier relación de cambio. “Para mantener la dignidad y la tierra, para mantener viva y 
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fortificada la producción propia de alimentos, para recuperar el autoabastecimiento alimentario 
en el mayor grado posible, para defender el agua, para ejercer en la práctica la Soberanía 
Alimentaria es hora que valoricemos en todas sus dimensiones “.19 
Esta prevalencia suele verse como ineficiente ante la dinámica de la híper-realidad de un mundo 
sobre-economizado, híper-tecnologizado y súper-objetivado que sustenta una cultura dominante, 
con la que interaccionan y discuten, una discusión que no sólo se da con dicho mundo exterior 
sino también de forma interna, dentro de la comunidad. 
 Hay que entender en este punto las comunidades también han sufrido un proceso de 
decantación, modificación e incluso de obsolescencia de conocimientos y prácticas inherentes, 
que no necesariamente han sido forzadas por la cultura hegemónica, sino que han sido parte del 
desarrollo dialéctico de dichas comunidades con el mundo que los rodea.  
En ese mismo sentido, la fórmula para resolver los conflictos socio-ambientales de los pueblos se 
debería plantear en términos de controversias derivadas de formas incluso antagónicas, de 
significación de la naturaleza, donde los valores políticos y culturales desborden el campo del 
capital, incluso de una economía de los recursos naturales y servicios ambientales, en otras 
palabras, a partir de una politización particular de “la ecología”. El hecho de que las 
comunidades puedan definir su propia agenda política conforme a sus intereses y relación entre 
objetos culturales es el primer paso para un diálogo verdaderamente intercultural. 
                                                          
19Consejo Regional Indígena del Cauca- CRIC. Mujeres campesinas: Por el acceso a la tierra, la soberanía 





La retórica intercultural es una apuesta por un espacio en donde las diferencias sean promovidas 
y los consensos sean tramitados de forma horizontal y no jerárquica. El derecho no puede darles 
la espalda a las demandas de los sectores marginados y tampoco debe ser indiferente ante la 
significación de las culturas y las hibridaciones culturales, en suma, la práctica jurídica debería 


















Durante el proceso de escritura de esta monografía la Corte Constitucional profirió la sentencia 
SU 649/17, el fallo que ordena el retorno de la colección Quimbaya a Colombia: un conjunto de 
objetos de oro de la más alta calidad artística, emblema de cultura y la orfebrería precolombinas. 
Los bienes culturales e históricos fueron entregados a la reina de España en 1982 bajo 
instrucción del entonces presidente Carlos Holguín Mallarino en agradecimiento por un estudio 
de límites con Venezuela. 
 
Casos como este han sido común denominador en América Latina, en él se evidencia la 
apropiación de riquezas naturales, recursos y saberes, incluso impulsada por élites locales que 
han prolongado el despojo, la utilización del patrimonio como valor de cambio dentro de la 
dinámica de mercado imperante en el neoliberalismo y un cuerpo colegiado constitucional que 
representa el despertar contrahegemónico de los pueblos del sur global en contra de la 
depredación y el epistemicidio. La Corte Constitucional que se ha manifestado desde una nutrida 
comprensión de los derechos de las minorías, sobre todo en materia de derechos territoriales y 
consentimiento, que no pasa solo por el problema de la titulación, sino que trasciende a la 
relación de los pueblos con la tierra. 
 
Dentro de esta reflexión sobre la legislación en lo concerniente al patrimonio, su aplicación en 
los territorios y los retos que plantea un enfoque intercultural se exponen de manera sintética tres 
situaciones de resistencia en situaciones particulares y concretas asociadas a la usurpación de 
conocimiento ancestral del pueblo Cofán con relación al Yagé, a la extinción de la lengua 
nonuya, una comunidad golpeada por la explotación cauchera desde la segunda década del siglo 
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XX y el despojo territorial de los Embera Katío en el Chocó. Tanto los saberes ancestrales como 
la legua, pasando también por los derechos territoriales son amparados por la ley dentro de la 
categoría de patrimonio, sin embargo, su aplicación resulta precaria y esa insuficiencia de los 
enunciados normativos responde en gran medida a la subordinación de las normas al 
neoliberalismo, uno de los signos distintivos de este tiempo. 
Sumado a la tensión con la visión de desarrollo occidental en Colombia los conflictos étnicos 
han sido permeados por la confluencia de la ola de violencia producida por la confrontación de 
actores armados ilegales. 
 
La conceptualización del patrimonio deriva de una agenda impuesta desde el norte global, resulta 
de la amalgama de ideas universales de derechos humanos, valores liberales y Estado-nación que 
sitúan a los nativos como simples custodios de lo propio, de ahí que sea tan urgente y necesario 
el debate de la geopolítica del conocimiento en el fortalecimiento de un Derecho construido 
desde los sectores históricamente subalternizados que atienda a las necesidades de las 
identidades marginadas por el proyecto civilizador moderno.  
 
Pese al panorama descrito es importante subrayar los aportes del movimiento indigenista que 
signan la experiencia no solo colombiana sino continental, las conquistas constitucionales en 
defensa de la identidad étnica, no son producto de la condescendencia estatal sino de luchas 
abanderadas desde las regiones y con formas de organización sumamente sólidas forjadas en 




Si bien la acción de tutela, las acciones populares, la consulta previa, la constitución de 
resguardos, la jurisdicción especial indígena, son herramientas previstas por el derecho positivo 
para la salvaguarda del principio constitucional de diversidad étnica y cultural es necesario 
exaltar el derecho autóctono, característico por ser consuetudinario, pues de la aceptación de su 
fuerza imperativa  pre y extraestatal depende la cimentación de un diálogo intercultural que 
sustituya el derrotero de la tolerancia -propio de la multiculturalidad- por una ética del 
reconocimiento   
El derecho ofrece la noción de individuo-ciudadano como único vínculo con el Estado eso 
imparte de plano un sentido de igualdad frente a la ley, que debe ser superado en un proyecto de 
nación intercultural que no descontextualice a los seres humanos, sobre todo a quienes no se 
entienden a sí mismos fuera de su comunidad. 
No se podría concluir esta monografía sin hacer referencia al nuevo escenario que plantea la 
interculturalidad, a la luz de los procesos abordados. La voz de Quintín Lame es la misma de los 
Uw’a contra la OXY, de los Embera en la ribera del río Sinú y en Chocó de los Nasa en el 
Cauca, de los Cofán en el Putumayo, de los nonuya en el Amazonas, un reclamo por ajustes 
estructurales que el derecho está llamado a propiciar sin reproducir la lógica homogenizante y 
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